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TRIBUNAL DE JUSTICI A ADMfNlSTRATIVA 
DEL ESTADO DE MÉXICO 
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L 

RECURSO DE APELACION: 01/2019 

RECURRENTE: 
 1 

I 
MAGISTRADO PONENT!=: BARUCH F. 
DELGADO CARBAJAL 

Toluca , México a diez de abril de dos il diecinueve. 

VISTO para resolver el Recurso de Apelación número 01/20 9, interpuesto 

por , en contra de la sentencia de Techa ocho de 
1 

febrero de dos mil diecinueve, dictada por la Octava Sala Regional ¡Especializada 

en Materia de Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de México, en el procedimiento de rJsponsabi lidad 

administrativa número 20/2018 ; y, 

R E S U L T A N D O: 

1. La Octava Sala Regional Especializada en Materia de Resp nsabilidades 

Administrativas de este Tribunal , emitió sentencia definitiva en f4cha ocho de 
1 

febrero de dos mil diecinueve , en la que determinó la ref Ponsabilidad 

administrativa por la falta grave de cohecho, que se le atribuyó a  

, en el procedimiento de responsabilidad administr Itiva 20/20 18. 

2. Inconforme con esa determinación, , 

interpuso recurso de apelación en fecha cuatro de marzo de dos m'l diecinueve, 

ante la Octava Sala Regional Especializada en Materia de Resp nsabilidades 

Administrativas , con la expresión de agravios respectiva, según escrito glosado 

a fojas de la dos a la dieciocho del expediente en que se actúa. 

3. Por acuerdo de fecha seis de marzo de dos mil diecinueve, I Presidente 

de la Cuarta Sección de la Sala Superior Especializada en Materia de 

Responsabilidades Administrativas de este Tribunal , admitió a lrám te el recurso 

de apelación anotado al rubro y ordenó dar vista a las parte , para que 

manifestaran lo que a su derecho conviniera. 
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4, Por acuerdo de íecha catorce de marzo de diecinueve, el 

Presidente de la Cuarta Sección Magistrado Baruch F, Delgado Carbajal, fue 

designado magisir<:do ponente pa ra elaborar 

presente recurso de apelación; por lo que, 

e o N S I D E R Po H\l [) C: 

eto de resolución del 

PRIMERO. l a Cuarta Sección Especializa él en Materia de 
I 

Responsabilidades Administrativas de la Sala Superior re l Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de México, es competente p~ra conocer, tramitar y 

resolver el presente recurso de apelación, en términos e lo dispuesto por los 

articulas 17, 109, fracción III y 116, fracción V de la Ca slitución Politica de los 

Estados Unidos Mexicanos; 87 y 130 de la Constitución olítica del Estado Libre 

y Soberano de México; 9, fracción 11 1, 13, 201 , 202, fracción I y 204 de la l ey de 

Responsabi lidades Administrativas del Estado de Méxi o y Municipios; 4 y 34, 

fracciones I y 11 de la Ley Orgánica del Tribunal de Ju licia Administrativa del 

Estado de México, ya que se impugna una resolución efinitiva dictada por la 

Octava Sala Regional Especializada en Materia de Responsabilidades 

fl,dministrativas de este Tribunal, que determinó la existencia de la falta 

admin istrativa grave de cohecho, la responsabil idad d  

e impuso sanciones correspondientes. 

SEGUI'lDO. Para una mejor comprensión del asunt , se citan los siguientes 

antecedentes: 

1. El veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, i onne Esmeralda Pliego 

Garcia, en su calidad de Titular del Área de Investigación de la Contraloria Interna 

de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Méxic , en adelante titular del 

área de investigación, recibió la denuncia presentad por 

 en contra de  .Age te del Ministerio Publico 

. en adelante el recurrente, por irregularidades dministrativas que se le 

atribuyeron en el ejercicio de sus funciones, 
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2. Por acuerdo de veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, la titular del 

área de investigación , determinó iniciar la investigación por la pr bable comisión 

de una falta administrativa , registrando y formando el expediente 

FGJEM/OIC/I NV/39 1/2018. 

3. Por acuerdo de fecha veinticinco de septiembre de dos il dieciocho, la 
I 

titular del área de investigación , concluyó las diligencias de investigación, analizó 
t 

los hechos e información recabada y determinó la existenci de una falta 

administrativa, la que calificó de grave y acordó la elaboración del Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa , en el que individualif ó la conducta 

atribuida a como cohecho y, ordt nó su remisión 

a la autoridad substanciadora de la Contraloria Interna de la Fiscalia General de 

Justicia del Estado de México. 

4. Previa citación a las partes, la autoridad substanciadora celebró la 
I 

audiencia inicial en fecha veintitrés de octubre de dos mil diecioc o. 

5. El veinticinco de octubre del propio año, la autoridad ubstanciadora 
t 

ordenó la remisión del expediente CI/FGJEM/PRA/044/2018, a \a Octava Sala 

Regional Especializada del Tribunal de Justicia Administrativa el Estado de 

México. 

6. Por acuerdo de fecha treinta y uno de octubre de dos mi dieciocho, la 

Octava Sala Regional Especializada en Materia de Res~onsabilidades 
Administrativas de este Tribunal, se declaró competente para cohocer y decidir 

sobre el procedimiento de responsabil idad administrativa, rabicado con el 

expediente 20/2018. 

7. Por acuerdo de fec~a trece de noviembre de dos mil die iocho, la Sala 
I 

Regional de referencia ordenó diligencias para mejor proveer, entrf' ellas, recabó 

copias certificadas del expediente laboral y los comprobantes de precepciones y 

deducciones de . 
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8. Por acuerdo de reo:ha veintinueve de noviembre drdOS mil dieciocho, la 

Sala Regional citada , admitió los medios de prueba ofreo:¡ -os por las partes; por 

cuanto hace a las documentales públicas y privadas se tuvi ron por desahogadas 

dada su naturaleza y, respecto a las inspecciones ofr _idas por el presunto 

responsable se señaló el trece de diciembre del propio añ ,para su desahogo. 

9. El catorce de diciembre de dos mil dieciocho, e declaró cerrada la 

insiiucción en el procedimiento y abierto el periodo de ale atas. 

10. El ocho de febrero de dos mil diecinueve, se dictó entencia definitiva por 

la Octava Sala Regional Especializada en Materia e Responsabilidades 

Administrativas, en el procedimiento de responsabilidad dmin istraliva número 

20f201 B en el que resolvió que  es responsable 

por la comisión de la fa lta administrativa grave de e ¡lecho, le impuso la 

destitución del cargo de Agente del Ministerio Públ ico de la Fiscalia General de 

Justicia del Estado, la inhabilitación para desempeñar em leo, r;argo o comisión 

por un periodo de tres años tres meses y, sanción econó ica por el equivalente 

a $1 ,250.75 (un mil doscientos cincuenta pesos con set nta y cinco centavos 

M.N .), a fojas de la 1021 a la 1036, del tomo segundo del xped iente 20f2018. 

TERCERO, En primer término, es pertinente señ lar que del análisis 

sistemático a los articulas 115, 201, segundo párrafo, 20 , párrafo tercero y 204 

de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y 

Municipios, el legislador ha dejado establecido que la aleria de estudio del 

recurso de apelación, se debe realizar por el tribunal de Izada, exclusivamente 

con sujeción a los argumentos que por vía de agravio se xpresen en el recurso 

de apelación. con los que se da vista a la contraparte d I recurrente , para que 

esté en aptitud de manifestar lo que a su derecho con\len· a. 

Así , para deSVirtuar la presunción de legalidad que le a Iste a una resolución 

jurisdicciom.1 en materia administrativa, la parte recu rente debe expresar 

agravios o argumentos de hecho o de derecho, que p rmitan al tribunal de 

segunda instancia ; advertir la causa petendi por la que se solicita declarar la 

ilegal idad de las consideraciones jurídicas que susten! n el sentido del fa llo 

recurrido. 
4 
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En efecto, en materia administrativa disciplinaria , rige el principio de estricto 

derecho, al no existir base jurídica que permita suplir la deficienFia de !a queja, 

por lo que la parte recurrente, conforme a los preceptos legales alltes Invocados, 

está obligada a combatir con razonamientos lógico jurídicos cf da uno de los 

fundamentos y consideraciones jurídicas que sustentan el fallo re~urrido , pues de 

no hacerlo , el tribunal de s~gunda instancia, se encuentra impedi~o para realizar 

un estudio oficioso de los a~gumentos o consideraciones jurídicas lrespecto de los 

cuales no se hayan vertido agravios. I 

I 
CUARTO. Bajo estas consideraciones, para un mejor estudio de los 

conceptos de agravio y, dada la íntima relación que existe e+ re el primero. 

segundo, sexto y séptimo de ellos, se realiza su análisis de manara conjunta. 
I 

A) En el p r imerO de los agravios, el recurrente man1fiesta, falta de 

observancia del artículo 115 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios, pue~ refiere que la 

autoridad que emitió la resolución que se impugna, no atendió al principio 

de verdad material y con base en ello violentó su derechol de presunción 

de inocencia; que de constancias se advierte que el propi~ señor  

 señaló que los hechos acontecieron a las 1iecioCho horas 

y no así a las dieciocho treinta horas del veintiocho de agj sto de dos mil 

dieciocho, como se señala en la sentencia, además. que der tro del acervo 

probatorio de cargo, no se ofreció o desahogó prueba qUf acreditara la 

existencia del numerario que la autoridad substanciadora d(ce que solicitó 

y obtuvo físicamente. , 

En el segundo de los agravios, el recurrente señala qU$ se violan los 

artículos 115 y 129 de la Ley de Responsabilidades Adm[nistrativas del 

Estado de México y Municipios, pues refiere falla de obsJlVancia de los 

principios de presunción de inocencia y verdad material. en 
I 
elación con la 

inadecuada valoraci6n de las pruebas de cargo y de descar; o que integran 

el expediente de primera instancia. 
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Que de manera errónea se determinó que las cons ncias procesales son 

aptas y suficientes para acreditar ia existencia del tipo administrativo de 

cohecho que se ie atribuye; que ésta auforid::.d po rá advertir que si bien 

las pruebas de cargo que obran en el sumario, son ptas para acreditar el 

tipo administrativo, también es cierto qUé ésas prue as no son suficientes 

para acreditarlo (sic) , pues no existe prueba o c nstancia alguna que 

advierta la existencia del objeto material en el cual upuestamente recayó 

la conducta que se le atribuye de "obtener"; que no e atendió a las reglas 

de la lógica, ni mucho menos justifican de manera c njunta y armónica, las 

prueb8s que tomó en consideración para determin r una responsabilidad 

administrativa en su contra; que existe una duda r zonable de que no se 

adecúa su conducta del veintiocho de agosto de d s mil dieciocho al tipo 

administrativo por el cual se ha emitido condena e su contra; y lo que si 

se acredita es la falla de observancia del princi io de presunción de 

inocencia por parte de las autoridades investiga 'Pra y substanciadora, 

pues no cuentan con prueba alguna de la existencia del objeto material o 

efecto del delito. 

En el sexto eJe los agravios, se argumenta la inexi tente aplicación de los 

artículos 129, 132 párrafos primero y segundo, 15n párrafo primero y 151 

párrafo primero de la Ley de Responsabilidades Ad .inistralivas del Estado 

de México y Municipios, en relación con la falta de aplicación del articulo 

115 del mismo ordenamiento legal, que disp ne los principios de 

presunción de inocencia, objetividad, verdad ma erial y respeto a los 

derechos humanos. 

Que la resoJutora faltó al principio de objetividad ' por elfo vulnera sus 

derechos humanos, el principio de presunción de i ocencia y el de verdad 

material y, que al no aplicar la sana crítica y la exp riencia, omitió valorar 

de manera conjunta, integral y armónica el copias 

certificadas de la carpeta de vestigación NUC 

TOU,c:SP/SPO/107/182383/18/08, de la que se d_sprende que según el 

policía de investigación  hi ° constar la existencia 

de un billete de quinientos pesos, dos de doscient s pesos y uno de cien 

pesos y que relacionó con su informe policial ha alagado de esa fecha 
5 
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veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, pero que si se observa el 

contenido de la docUmental pública que corre agregada a las constancias 

del expediente se desprende que en la sentencia que lo con~ena, no existe 

referencia a embalaje alguno o en su defecto la existenciq de cadena de 

custodia del numerario que supuestamente sacó de 11 bolsa de su 

pantalón, y que supuestamente le fuera entregado por  

 en esa idea, y toda vez que el derecho sancionadok administrativo 
I 

sigue las bases del derecho penal, el primero debe tener n cuenta que 

por objeto material del tipo administrativo se entiende como aquella 

persona o cosa sobre el cual recae la conducta del activo, y r:¡ue ese objeto 

material, que en el caso particular son supuestamente I un billete de 

quinientos pesos, dos de doscientos y uno de cien pesos, debió estar a la 

vista de la resolutora, y no fue así, quien resuelve solamente se basó en 

las copias certificadas de aquella carpeta de investigación de la que no se 

advierte la existencia material del numerario, solamente dichos que 

hicieron creer que existían ese billete de quinientos Pesos, dos de 

doscientos pesos y uno de cien pesos. 

En el séptimo de los agravios, se invoca la falta de aplicacipn del artículo 

115 de la Ley de Responsabilidades de la materia, refiriendo que se deja 

de observar el PrinCi; iO de presunción de inocencia a su ra j ar, ya que de 

las constancias que integran el expediente 20/2018 las pn¡ebas no son 

suficientes para acreditar el tipo administrativo, materia de la sentencia. ya 
I 

que la autoridad debió advertir la falta de objeto material del ipo. 

De igual forma, que de las constancias que integran I carpeta de 

investigación NUC TENfTOUTEN/091/151189/18/07, que fu iniciada con 

motivo de la detención del señor , por el hecho 

delictuoso de simula?ión de vehículo oficial, se le hizo la dr volución del 

vehículo de su propiedad, sin que se haya obtenido dictamJn pericial en 
I 

materia de identificación vehicular y el informe de coordinación de 
I 

vehículos robados, lo que hace deducir que la autoridad invt stigadora, a 

través del tráfico de influencias, ordenó la devolución del vehí ulo al señor 

, siendo esto contrario a derecho. 
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Los agravios referidos , resultan infundados por una part e inoperantes por la 

otra , 

En efécto, en la resolución materia de análisis , no s dejó de observar lo 

dispuesto por los artículos 115 y 129 de la Ley e Responsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios, que stablecen, el primero, 

los principios que deben observarse en los procedimien s de responsabilidad 

administrati va, entre ellos el de legal idad , presunción de in cencia , imparcialidad, 

objetividad , cong ruencia, exhaustividad , verdad material y fSSpe'(Q a los derechos 

humanos, y el segundo, que las autoridades resolutor s gozaran de la más 

amplia libertad para hacer el análisis , darle el valor corre pondiente a cada una 

de las pruebas, atendiendo a las reglas de la lógica, I sana critica y de la 

experiencia , deberán justificar adecuadamente el valor ot rg3do a las pruebas y 

explicarán y justificarán su valoración con base en la apreciación conjunta, 

integral y armónica de todos los elementos probatorio directos, indirectos e 

indiciarios que aparezcan en el procedimiento, 

Lo anterior, en virtud que del estudio a la parte consider tiva del fallo recurrido, 

se advierte que la sala regional, dio. debida observancia a los preceptos legales 

invocados, pues éste cuenta con la fundamentación y m tivación que para todo 

acto de autoridad exige el artículo 16 constituc anal , al contener la 

fundamentación legal que se estimó aplicable y las raz nes y consideraciones 

bajo las cuales estimó acreditada tanto la conducta com la responsabilidad y las 

sanciones impuestas, sin que se advierta que haya actua o con parcialidad o que 

haya faltado a los principios de objetividad, congrue cia y exhaustividad, al 

establecer de manera clara y precisa la fijación d los hechos y el tipo 

administrativo atribuido por la autoridad investigado a al ahora recurrente, 

realizando el análisis y ponderación sobre todos lo medios probatorios y 

alegatos presentados por las partes, exponiendo las co sideraciones por las que 

estimó acreditados los elementos de tipo administrativo mputado al responsable 

y las razones para tener por demostrada su responsa ilidad en la comisión de 

esa conducta, razonando y realizando las pondera iones bajo las cuales 

determinó las sanciones que se impusieron al ahora re urrente, 

8 
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No se debe soslayar que en el procedimiento administrativo s¡¡ncionador, por 

mandato constitucional y legal, se debe observar en favor del presunto 

responsable, el principio de presunción de inocencia como un d~recho humano 

fundamental de seguridad jurídíca, por lo que la autoridad invesfgadora tiene la 

carga de la prueba para acreditar los hechos atribuidos como falt¡¡ administrativa 

y la responsabilidad del servidor público sujeto a un procedimiento sancionador. 

Esta garantia , es la base para que toda determinación sanciona~ora deba estar 

sustentada en las pruebas que soporten la infracción cometida. En el caso, del 

análisis a la parte considerativa de la sentencia de primera i ~ stancia, no se 

advierte contravención alguna al principio de presunción de ino~encia como lo 

invoca el recurrente, ya que el tribunal'A qua, realizó el análisis y ~onderación de 
I 

todos y cada uno de los medios probatorio aportados por las partes , conforme a 

los cuales estimó acreditadas tanto la conducta que como infracción 

administrativa le fue atribuida al recurrente, como su plena responsabilidad en la 

comisión de la misma, por lo que en la especie, la autoridad investigadora de la 

Contraloria Interna de la Fiscalía General del Estado, como lo dejó establecido el 

tribunal A quo, cumpl ió con la carga de la prueba que le impone I ley. 

A' ""peolo, e, .pli~b'e ,,1 iocl'p,,'eod. oo"'"It.b~ eo e' semf"'lo J""ol., 

de la Federación y su Gacela, Tomo 1, Junio de 2014, Décima Época, página 41, 
I I 

cuyo rubro indica: "PRE1 UNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE priNCIPIO ES 

APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON 

MATICES O MODULACIO~ES." l 

I 
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en, la tesis aislada 

I I 
P. XXXVI2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sis~emática de los 

artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primbro, 21 , parrafo , 
primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución ¡p0líiica de los 

Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva imblícitamente el 
I 

principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo xpreso en los 

diversos artículos 8. numeral 2, de la Convención Americana s bre Derechos 

Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civ les y Políticos; 

de ahi que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a specificar y a 

hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpret rse de :nodo 

sistematico. a fin de hacer valer para los gobernados la 
9 
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favorabl5 que permita una mejor impartlción dos justicia de conformidad con el 

numeral 10. cOlistnucional. Ahora bien, uno de los principi s rectores del derecho, 

que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera 

derivar alguna pena o sanción como resultado de la facu tad punitiva del Estado, 

es el de presunción de inocencia como derecho funda ental de toda persona, 

aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar somet dos a un procedimiento 

administrativo sancionador y, en consecuencia, soporta el poder correctivo del 

Estado , a través de autoridad competente. En ese entido, el principio de 

presunción de inocencia es aplicable al procedimiento ad inlstrativo sancionador 

-con matices o modulaciones, según el caso- debido a s naturaleza gravosa, por 

la calidad de inocente de la persona que debe econocérsele en todo 

procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya 

consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la arga de la prueba a la 

autoridad, en atención al derecho al debido proceso . 

También resuaa inexacto que se viole en perjuicio del refurrente el principio de 

objetividad, en efecto, de la parte considerativa del fallo n estudio, se advierte 

que la juzgadora, al establecer que se acreditaron I s elementos del tipo 

administrativo de cohecho, así como la plena resp nsabilidad del ahora 

inconforme, lo hizo previa valoración y ponderación de los elementos probatorios , 

indicios y evidencias ofrecidos tanto por la autoridad inv stigadora como por el 

ahora recurrente, por lo que la resolución que se re urre y su sentido, es 

congruente con el hecho que se le atribuyó como falta administrativa , con las 

pruebas ofrecidas y desahogadas en autos, las desahog das para mejor proveer 

y, con los elementos normativos que sustentan el tipo dministrativo que se le 

atribuyó al recurrente. 

Por lo anterior, ei triDunal A qua realizó una valoraci n objetiva , irnparcial y 

exhaustiva de las pruebas ofrecidas por las partes, éstas ueron justipreciadas en 

forma integral y armónica , tanto en lo individual como en u conjunto, atendiendo 

a las reglas de lóg ica, la sana cri tica y las máximas d la experiencia , lo que 

permitió acreditar la existencia de los elementos de I falta administrativa de 

cohecho, asi como la responsabilidad del ahora recur. ente, por lo que no se 

advierte algún vicio de ilegalidad o subjetividad en la v loración de los medios 

probatorios que sustentan el sentido del fallo, por lo que es infundado el agravio 

en estudio. 
10 
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De igual forma, no se advierte alguna contravención al prindipio de verdad 

material, en virtud de que en el caso el tribunal A quo, tuvo por ¡acreditadoS los 

elementos del tipo administrativo de cohecho y la responsabi idad del ahora 

recurrente, con base en el análisis, ponderación y valoración d4 los medios de 

prueba que aportaron las partes, asi como con los medios de convicción que 

ordenó traer a juicio a través de di ligencias para mejor proveer, ~e los que llegó 

a la convicción de tener por acreditada la conducta que le fue atribuida por la 

autoridad investigadora al ahora recurrente, asi como su plena ~sponsabilidad 
como autor material; en tal virtud no se advierte que la sala regional haya 

contravenido en forma alguna este principio, máxime que la facultad de las 

autoridades resolutoras para ordenar diligencias para mejor pr~veer , a fin de 

lograr el esclarecimiento de los hechos, será ejercida racionalmente, de manera 

potestativa, fundada y motivada, en los casos en que consider~ que requiere 

mayores elementos de convicción que le permitan resolver la litis. 

Es inexacto que la sala regional de origen haya incurrido en algUna violación a 

los derechos humanos del recurrente , pues si bien , conforme al articulo 1° de la 
I 

Constitución Politica de los Estado Unidos Mexicanos, todas las alr oridades que 

intervengan en el procedimiento administrativo sancionador, deberán respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos de las personas Ivinculadas al 

mismo, en el caso , se advierte que el fallo recurrido deriva de un IJrocedimiento 
I 

del orden jurisdiccional en el que se cumplió con las garantías de legalidad y de 

seguridad juridica que consagran los artículos 14 y 16 constituciopales, sin que 

se advierta, en agravio del ~hora inconforme alguna violación que aya afectado 

el debido proceso. 

Bajo las anteriores consideraciones, es erróneo lo aducido en el ~rimero de los 

agravios, en el sentido de q:ue se contravenga el principio de verd~d material, al 

argumentar el recurrente que de autos se advierte que el señor  

 señaló que los hechos acontecieron a las dieciocho horJs y, no a las 

dieciocho con treinta minutos, como se señala en la sentencia , en IvirtUd de que 

si bien en la denuncia que presentó en la propia fecha el señor  

 ante la autoridad investigadora de la contraloría interna itada, señaló 

que el veintidós de agosto cuando se presentó ante el Ministerio Público  
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a solicitar la devolución de su vehículo. fue citado para el dí veintiocho de agosto 

a las seis de la tarde (d ieciocho horas). mientras que e la sentencia que se 

impugna en la fijación de los hechos el tribunal A qua señal' que la conducta que 

se atribuye al ahora inconforme se consumó el veintiocho de agosto del dos míl 

dieciocho aproximadamentE: a las dieciocho horas ca treinta minutos. tal 

circunstancia no acredita contravención al principio de ve dad material como lo 

pretende hacer notar el inconforme, por ser dos eventos di iintos, el primero. que 

el veintidós de agosto fue citado el denunciante para 

que compareciera ante el titular de la agencia del ministeri público referido para 

el día veintiocho de agosto a las dieciocho horas. y el se undo, que los hechos 

se consumaron el día veintiocho de agosto aproximada ente a las dieciocho 

horas con treinta minutos . como inclusive asi se advi rte del original de la 

constancia de veintiocho de agosto de dos mil diecioch (a fojas 15 y 16 del 

expediente de primera instancia), de la que se advierte que en atención a la 

denuncia presentada por . t itular del área de 

investigación. así como   (personal de la 

contraloria interna).  y  

(policías de investigación). se constituyeron en las o cinas del Agente del 

Ministerio Público referido, aproximadamente a las dieci cho horas con treinta 

minutos de la oropia fecha, que fue cuando se consumó a conducta materia de 

anál isis. inclusive. con motivo de esos hechos se ntegró la carpeta de 

investigación , con NUC TOLlFSP/SPO/107/182383/18 08 de la Agencia del 

Ministerio Público de la Mesa Tercera de ia Fiscalia Espe ializada en Combate a 

la Corrupción, (a fojas de la 35 a la 140 del expedient de primera instancia) . 

documentales públ icas con eficacia probatoria en términ s de los articulos 129. 

132. 150 Y 151 de la Ley de Responsabilidades Admini irativas del Estado de 

México y Municipios, 

Por lo anterior. resulta inexacto que se trasgreda el prin ipio de verdad material 

a que alude el inconforme. pues la diferencia en el ha ario y minutos en que 

acontecieron los hechos el dia veintiocho de agosto de dos mil dieciocho. son 

cuestiones circunstanciales o accesorias. pues lo cierto es que éstos 

acontecieron entre las dieCiocho y dieciocho treinta hora aproximadamente. sin 
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que tal aspecto varíe la sustancia de los hechos, consistenteJ en que el día 
I 

veintiocho de agosto aproximadamente a las dieciocho treinta horas, el ahora 

inconforme como titular de la Agencia del Ministerio Público del ~rimer Turno de 

Tenango del Valle, previa solicitud obtuvo con motivo de sJs funciones la 

cantidad de mil pesos, beneficio no comprendido en 

configurándose la conducta de cohecho, por lo que los 

particular resultan infundados. 

su I remuneración, 

agr¡ ViOS sobre el 

Por otra parte, los agravios relativos a que en autos no existe prue a o constancia 

alguna que acredite la existencia del objeto material en el que $upuestamenle 

recayó la conduela que se le atribuye de obtener el numerario + e la autoridad 

substanciadora señala, que obtuvo físicamente , también resultan infundados. 

En efecto, el objeto material de la falta administrativa grave de cohecho que se 

atribuyó al ahora recurrente, lo constituye la cosa sobre la que recae la acción 

del sujeto activo de la conducta, que en la especie fue el numerario por la 

cantidad de mil pesos, que obtuvo como beneficio no comprendido en su 

I remuneración como servidor público. 

El tribunal A qua, al realizar el análisIs d~1 tercero de los elerrjentos del tipo 

administrativo de cohecho que se atribuyo a   , 

(dinero) lo estimó acreditado, con las copias certificadas de la carpeta de 

investigación NUC: TOLlFSP/SPO/107/182383/18/08, en la que Ibra el informe 

policial homologado, con número de folio 5118, rea lizado por la policía de 

investigación en fecha veintiocho de agosto del dos mil dieciocho (a fojas 67 a la 

82 del expediente de primera instancia), en el que se hizo constar ~I hallazgo del 

numerario referido por el agente de investigación , 

relativo a la existencia de un billete de quinientos pesos, dos de do~cientos pesos 
I 

y uno de cien pesos, cantidad que afirmó, le fue entregada por el pr¡OPio presunto 

responsable en la fecha y lugar en que se materializaron los hechor ; documental 

a la que el tribuna l A quo, IJ confirió eficacia demostrativa indiciarir en términos 

de los artículos 129, 132 párrafo segundo, 150 párrafo primero y 151 párrafo 

segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estaba de México 

y Municipios, lo que en concepto de la juzgadora de primer grado, le generó 

convicción para tener acreditado el objeto material consistente en el numerario 

precisado. 
13 
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De la propia documental pública, además se acrea ita que íI fecha veintiocho de 

agosto de dos mil dieciocho, se inició la investigación por el deiito de cohecho, 

con motivo de los hechos denunciados por en contra de 

(a fojas de la 35 a la 1 ,0 del expediente de 

primera instancia), con motivo de que en la propia fecnaí haberse presentado 

ante la Agencia del Miílisterio Público de Tenango del v alle, fue a'tendido por 

a quien previa solicitud le ntregó la cantidad de 

un mil pesos en bi lletes de diferentes denominaciones, q e este último lomó el 

dinero y lo metió en un bolsillo de su pantalón, mome to en el que llegaron 

agentes de la policia de investigación, quienes al cuestion rlo, sacó el numerario 

del lugar donde lo tenía y se lo entregó a las autoridades, s ñalamiento imputativo 

que realiza el denunciante en contra del ahora recurre Ite, en el sentido de 

hé,berle entregado -n il pesos para el trám ite de devolU"ió'-l '/ liberación de la 

camioneta de su propiedad. 

Obra en actuaciones además, otro elemento de prueba i óneo y suficiente para 

acredita r el objeto material 'en que recae la falta administr ¡Iva grave de cohecho 

que se le atribuye, con independencia de la documen al antes referida que 

consideró el tribunal A. qua para tener por acred itada la ex slencia del numerario, 

En efecto, la documental pública de fecha veintiocho e agosto del dos mil 

dieciocho (folio 15 y 16 del expediente de primera instan ia) en la que se hace 

constar que con motivo de la denuncia presentada por

se constituyeron ivonne Esmeralda Pliego Garcia, titular del área de 

investigación ,  (pe sonal de la contraloria 

interna), así como  y

(policías de investigación), aprox imadamente a las dleci cho horas con treinta 

minutos de esa fecha, en la oficina que ocupaba el Agent del Ministerio Público 

, y que al ingresar se percataron que frente a 

se encontraba el denunciante, persona que en ese instante refirió: "el 

Lic, me acaba de pedir la cantidad de mil pesos para agilizar mi tramite de 

devolución de mi vehículo, y se los acabo de dar en es e momento", que acto 

continuo el policía , le reguntó al Agente del 

Ministerio Público referido, dónde estaba el dinero que le había entregado 
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, intervalo en el que  se: levantó y metió 

la mano izquierda en el bolsillo del mismo lado en la parte trasera
l 
de su pantalón, 

sacó unos bi lletes de diferentes denominaciones, los separó en u ~o de quinientos 
1 

pesos, dos de doscientos pesos y uno de cien pesos, enseguidai guardó el resto 

y refirió "esos son, lo demás es mio" momento en el que se los e1tregó al aludido 

policía de investigación, posteriormente,  y  

recogieron los indicios donsistentes en una computadora , Ila carpeta de 

investigación, dos celulares , la cantidad de mil pesos y el gafefe del presunto 

responsable ; medio de convicción a la que la Sala de primer girado le confirió 

valor probatorio pleno en términos de los artículos 129, 132, 150i Y 151 de la ley 
I 

de la materia , al ser un documento suscrito por una autoridad cdmpetente en el 

desempeño de sus atribuciones legales y se justipreció como apta para acreditar 
1 

que el veintiocho de agosto del dos mil dieciocho, el ahora reCurrente recibió 

dinero en billetes de diferentes denominaciones_ 

Por lo anterior, en concepto de esta sala, el objeto material, col sistenie en el 

numerario que obtuvo de manera ilicita el servidor público responsable, S6 
I 

encuentra plenamente acreditado, pues no sólo es dable acredita ~se con la cosa, 

efecto o producto del acto ilícito, sino también a través de indici~s , como en la 

especie se desprende de la carpeta de investiQación NUC: 

TOUFSP/SPO/107/1 82383/18/08, prueba que se adminicula con la documental 
I I 

pública consistente en la constancia de fecha veintiocho de agosto de dos mil 

dieciocho, (a fojas 15 y 16 del expediente de primera instancia, a que se ha 

hecho referencia , así como con la denuncia presentada por  

, ante la Agencia del Ministerio Público de la Fiscalía Esbecializada en 

Combate a la Corrupción, también referida con anterioridad; \documentales 

públicas que, tienen valor probatorio pleno en término de lo disr uesto por los 

artículo 129, 132 párrafo primero, 150 párrafo primero, 151 PárrafO¡primero, de la 

Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México YI Municipios, al 

ser expedidas por servidores públicos en ejercicio de sus íuncio1es, por lo que 

son aptas e idóneas para acreditar que el denunciante, en compaFlia de personal 
- I 

de actuaciones de la Cont~aloría Interna de la Fiscalía General die I Estado, as í 

como de policías de investigación de la Fiscalía de Asuntos Especiales en 
I 

Combate a la Corrupción, presenciaron personalmente que  
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en ejercicio de sus funciones previa solicitud obt vo de manera ilícita la 

cantidad de mil pesos, en las circunstancias de modo, ti mpo y lugar que han 

quedado precitadas en las documentales de referencia. 

Por lo anterior, resulta infundado el argumento relativo a que el tribunal A quo 

haya transgredido los principios rectores de la valoració I de la prueba, al no 

aplicar la sana crítica y la experiencia en la valoración de as copias certificadas 

de la carpeta de investigación NUC: TOUFSPISPOl10711 2383118108, de la que 

se desprende que ei policía de investigación  hizo 

constar la existencia de diversos billetes que relacionó n su informe policial 

homologado, pero que si se observa el contenido de esa ocumenlal publica se 

desprende que en la sentencia de la condena no existe referencia a embalaje 

alguno o en su defecto la existencia de cadena de Gusto ia del numerario que 

supuestamente sacó de la bolsa de su pantalón, y que s puestamente le fuera 

entregado por . 

En efecto, si bien por una parte, la cadena de custodia palra la materia penal, se 

constituye como un sistema de control J registro que s aplica a los indicios, 

evidencias, instrumentos o productos del hecho del ictivo, desde su hallazgo en 

el lugar de los hechos, es decir, es el documento donde q edan reflejadas todas 

las incidencias de una prueba, que garantiza la autent cidad, preservación e 

integridad de una evidencia física obten ida o reco lectada, de manera continua e 

ininterrumpida hasta que sea entregada como elemen o de prueba ante un 

tribunal, y por la otra el embalaje, en la propia maleri , procura garantizar o 

asegurar el depósito de las evidencias para que no sean bjelo de sustituciones 

o alteraciones, tal aspecto no es indispensable para la materia administrativa 

sancionadora, pues lo re levante en la especie es que, ca o lo adujo de manera 

correcta la sala regional de primer grado en el fallo que e recurre, el elemento 

material del tipo administrativo de cohecho relativo al di ero, quedó acreditado 

con los medios prob2torios referidos en los pá rrafos que nteceden. 

Es pertinente destacar, que si bien en el derecho admini trativo sancionador, en 

tanto se integren sus propios principios, es permitido op ar por los del derecho 

pena l, también lo es que los grados de exigencia demos! ati\fa de los elementos 
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del tipo administrativo de este último no son aplicables de maAera idéntica al 

primero de ellos, porque sólo es posible en la medida que result~n compatibles 

con su naturaleza, por lo que el agravio relativo a que en el caso en estudio el 

objeto material del tipo administrativo (que en el caso fue un billet¡ de quinientos 

pesos, dos de doscientos y uno de cien pesos), debió estar él la vista de la 
I 

reso/utora, resulta infundado, porque como se ha dejado señalado con 

anterioridad, obran en actuaciones diversas documentales públiaas, que fueron 
I 

valoradas en lo individual y en su conjunto por la resolutora de prir era instancia, 

al analizar el segundo y tercero de los elementos del tipo ad inistrativo en 

estudio, para arribar a la conclusión de tener por acreditada la existencia del 

numerario, que fue solicitado al denunciante y entregado al ahora 'recurrente, en 

la fecha y lugar en que se materializaron los hechos, en efecl0' de manera 

particular para tener por acreditado el objeto materia l de la falta administrativa, el 

tribunal A quo, al estudiar al que identificó como tercero de los elementos de la 

falta administrativa grave materia de la litis , le confirió eficacia demostrativa 

suficiente para generarle convicción sobre el benéfico obtenido , al informe policial 

homologado, que como parte de la carpeta de I investigación 

NUC:TOL/FSP/SPO/107/1 82383/18/08 , obra en copia certificada en el 

expediente de primera instancia, probanza que adminiculada ca? las diversas 

documentales que han quedado referidas con anterioridad, permiten tener por 

acreditada la existencia del numerario que como beneficio inde9ido obtuvo el 

servidor público señalado como responsable, por lo que es in, xacto que la 

resolutora de primera instancia necesariamente debió tener <¡l la vista el 
I 

numerario para tener por aCreditado el objeto material de referencia, pues en la 

especie se encuentra acreditado de manera fehaciente la e~istencia del 
I 

numerario , no solamente por la constancia que a través del informe policial 

homologado dejó la policía de investigación como parte de 11 carpeta de 

investigación, sino también con la manifestación reiterada del denlilnciante y de 

las constancias documentales ya referidas, lo que de manera racional permite 

tener por acreditadas las circunstancias de modo, tiempo y lugar ' en que se 

materializó la conducta que se atribuyó como falta administrat va al ahora 

recurrente, y la existencia del numerario objeto materíal de la mism ' 
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No se omite ser-alar, que para la materia administrativa s ncionadora, la ley de 

la materia, no exige que durante la etapa de inves igación de las faltas 

administrativcis , se íleven a cabo reg istros, controles o rotocolos específicos 

(cadena de custodia) ni embalaje alguno, sobre los ind iCi} S' evidencias, objetos 

o productos de la falta administrativa , por lo que no existe ase legal alguna para 

considerar que la resolutora de primera instancia deba t ner a la vista al dictar 

resolución el objeto material relacionado con la propia fa l! 1, sino que es suficiente 

que a través de los medios probatorios que señala la Ley, e adquiera convicción, 

más allá de toda duda razonable, tanto de la conducta que configura la falta 

administrativa, como la responsabilidad sobre la misma, or lo que si en el caso 

en estudio, con los medios de convicción antes referidos, e acred itó que el ahora 

recurrente previa solicitud obtuvo como beneficio indebid na comprendido en su 

remuneración como servidor público y con motivo de su funciones, la cantidad 

de un mil pesos, en la forma y términos que han quedt do referidos, es dable 

arribar a la conclusión de tener por acreditado el obj lo material de la falta 

admin istrativa en los términos referidos. 

En efecto, para conocer la verdad de los hechos, las aut~ ridades resolutoras, en 

térm inos del numeral en primer término invocado, pOdr~n valerse de cualquier 

cosa, persona o documento, ya sea que pertenezca a 1 s partes o terceros, sin 

más limitación que la pruebas haya sido obtenidas licitam nle y con respeto a los 

derechos humanos, por lo que en el caso en estudio se rriba a la conclusión de 

que los agravios que expresa el recu rrente sobre la fal! de acreditamiento del 

objeto material de la falta administrativa de cohecho, res Itan infundados. 

Por otra parte, los argumentos que en la pelrte finai el ag ravio séptimo se 

exponen, en el sentido de que de las constancias qu._ integran la carpeta de 

investigación número NUC TENrrOUTENI091115118911 107, se advierte que se 

hizo la devolución del vehículo relacionado con esta inve tigación al denunciante, 

sin que se hayan obtenido dictamen pericial en maleria dlf; identificación vehicular 

ni el informe de la coordinación de vehículos robados, lo que hace deducir, en 

concepto del recurrente, que la autoridad investigador a través de tráfico de 

influencias ordenó la devolución de ese vehículo al seflor 

siendo esto contrario a derecho , resultan inope antes, en vi rtud de que 

18 
CSE/RA: 01/20 19 



TRIBUNAL DE JUSTICI A ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE MÉXICO 

-_ ... _---_ .••. _--

son hechos ajenos a la materia de la litis en el presente procedimiento, sin que 

sobre el particular exista pronunciamiento alguno en el fallo que f e recurre. 

A continuación se procede al estudio del tercero de los agravios. 

B) En el tercero de los agravios, el recurrente manífi{fsta violación a 

los artículos 129, 132 párrafos prímero y segundo, 150 párrafO primero y 

151 párrafo primero, de la Ley de Responsabilidades Ad+ nistrativas del 

Estado de México y Municipios, al estimar que la autorida resolutora de 

manera errónea señala que la conducta de "obtener" que le atribuyó, se 

acredita con el acta administrativa de fecha veintiocho de agosto de dos 

mil dieciocho, donde se desprende que  refirió 

solamente que el recurrente le había supuestamente SOliCit~do la cantidad 

de dos mil pesos, es decir, que de esa constancia sOlamehte se advierte 

la existencia del verbo "solicitar" y no así de "obtener". I 
Que más aún y como se advierte de la inspección realizada en las oficinas 

del Centro de Justicia de Tenango del Valle, de fecha trec1 de diciembre 

de dos mil dieciocho, no existe registro de ingreso a esas ofiCinas por parte 
I 

de  en fecha veintidós de agosto tie ese mismo 

año, entonces no es lógico pensar que ésta persona se haYf entrevistado 

con el recurrente en la fecha en que dice le solicitó para su trámite la 

cantidad de dos mil pesos, pues señala que como lo ha J anifestado, la 

primera vez que tuvo contacto con él, fue el veintiocho de ~gosto de dos 

mil dieciocho a las dieciocho horas. 
I 

Este agravio, en su primera/parte resulta infundado. 

I 

Es pertinente dejar establecido que en el considerando cuarto del fa llo que se 
I 

recurre, el tribunal A qua, al analizar el segundo de los elementf s de la falta 

administrativa que se analiza , arribó a la conclusión de tener por acreditada la 

existencia de los elementos del tipo administrativo de cohecho , Jrevisto en el 

articulo 53 de la Ley de Responsabilidades de la materia, baj1 1a hipótesis 

alternativa del verbo rector de "obtener por si y con motivo de sus funciones un 

beneficio no comprendido en su remunera::::ión", en efecto, la condu
l 
ta relativa al 
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verbo rectOí "obtener", la estimó acreditada , a través de diversos medios 

probatorios que se encuentran analizados y justipreciados lo largo de esta parte 

considerativá del íal lo roscu rrido. 

Por lo anterior. resulta iníunaado el agravio en estudio , s , ei q J.6 si recurrente 

alude una indebida valoración de pruebas y violación a los preceptos legales que 

invoca, al señalar que la resolutora de primer grado, de manera errónea, 

consideró acreditada la conducta de "obtener", sólo con el acta administrativa de 

íecha veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, (a fojas y 7 del expediente de 

primera instancia) en la que el recurrente refiere que sólo s advisrte la existencia 

del verbo solicitar y no asi el de obtener. 

Del análisis a la parte considerativa del fallo en estudio, se advierte que el tribunal 

A quo, al analizar el segundo de los elementos de la alta administrativa de 

cohecho, si bien consideró para tener por acreditada la c nducta de "obtener", el 

acta administrativa del veintiocho de agosto del dos mil ieciocho, que contiene 

la denuncia que ,JíP-sentó , ant la titular del área de 

investigación, donde refirió que el veintidós de agosto de dos mil dieciocho. 

cuando acudió a solicitar la devolución de un vehículo de u propiedad, el Agente. 

del Ministerio Público  

le solicitó la cantidad de do míl pesos para agilizar 

el trámite de devolución de su camioneta y lo citó para as dieciocho horas del 

dia veintiocho de agosto del propio año, también lo es , q e a esa documental, la 

resolutora de primera instancia sólo le concedió valor pr batorio indiciario , para 

tener por acreditado que el ahora recurrente en su unción de Agente de! 

Min isterio Público, le solicitó a , el nu erario precisado para 

agilizar la devolución de su vehiculo, probanza que anali ó de manera integral y 

armónica y, tanto en lo individual como en su conjunto on diversas probanzas , 

que fue precisanc'o y valorando en el considerando de r ferencia, para tener por 

acreditado el segundo de los elementos del tipo adminis íativo en estudio. 

En efecto, la documental pública referida en el párrafo nterior, fue valorada de 

manera conjunta, armónica e integral con diversos medi s probatorios, como se 

desprende del contenido del considerando cuarto, entre 1I0s: 
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a) La documental pública relativa a la constancia también de fecha 

veintiocho de agosto de dos mil dieciocho (a fojas 15 y 16 del expediente 
I 

de primera instancia), con la que se acredita , que en atenciqn a la denuncia 

presentada por   , la titular I del área de 

investigación, asi como  (personal 

de la contraloría interna),   y  

  (policías de investigación), se constituyeron 

aproximadamente a las dieciocho horas con treinta minut s de la propia 

fecha , en las oficinas de la Agencia del Ministerio Público 1e Tenango del 

Valle,  de ese I~gar, donde se 

percataron sobre la conducta en la que el Agente del Ministerio Público 

 previa solicitud obtuvo la dantidad de mil 

pesos, en la forma y términos que se detallan en la prdpia actuación, 

documental pública a la que le fue ·;;onferido valor probatorio pleno por el 

tribuna l A quo, al ser un documento que fue suscrito por una autoridad en 

el desempeño de sus funciones. 

b) Con la constancia del veintiocho de agosto del dos n¡il dieciocho (a 

fojas 17 del expediente de primera instancia), de la que se 1esprende que 

la titular del área de investigación, con personal adscrito , la misma, se 

constituyeron a las veinte horas de la propia fecha , en laf oficinas que 

ocupa la Fiscalia Especializada en Combate a la Corrupción, a efecto de 

denunciar los hechos que por esta via se investigan , docum$ntal pública a 

la que se le confirió por la resolutora, valor probatorio pleno. 

c) También obran en actuaciones las copias certificadas de la carpeta 

de investigación NUC TOUFSP/SPO/107/182383/18/08, (al fojas 35 a ia 

140 del expediente dé primera instancia), con la que el triburlal A quo tuvo 

por acreditado que se inició la investigación por el delito de ohecho, ante , 
la Agencia del Ministerio Público adscrito a la mesa tercera de la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción, en contra de  

, con lo que se acredita que ante esa fiscali , se denunció 

la conducta que se atribuye al ahora recurrente relativa a qu el veintiocho 

de agosto de dos mil dieciocho aproximadamente a las die iocho treinta 
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horas, p;'evis 30Iicitud , obtuvo del denunciante la 

cantidad de "':: pesos, como condicionante para la liberación y devolución 

de la camioneta de su propiedad, numerario que rf cibió y guardó en su 

pantalón y que al ser requerido lo devolvió a los poi cías de investigación, 

documental pública a la que le fue conferido valor probatorio pleno, por 

haber sido expedida por una autoridad en ejercicio de sus funciones 

constitucionales. 

d) Con la documental pública consistente en la carpeta de 

investigación MUe TEN!TOUTENI091115118911810 , (a fOjas 146 a la 221 

del expediente de primera instancia), el tribunal A qu.; consideró acreditado 

el hecho de que  s_ desempeñaba en el 

momento en que ocurrieron los hechos que se ana izan, como Agente del 

Ministerio Público Estatal. a qu ien conforme a sus tribuciones le compete 

entre otras cosas, la devolución de los bienes obj to de un delito, con lo 

que se acreditó que a  le correspondía 

acordar lo conducente a la devolución del vehículo de referencia. 

e) Con el contenido de las copias certificadas de las listas de firmas 

para el control de asistencia y puntualidad de los Agentes del Ministerio 

Público  (a fojas 233 a la 

24'1 del expediente de primera instancia), el tri unal A quo tuvo por 

acreditado de manera indiciaria que , sí 

acudió a laborar el día veintiocho de agosto del d s mil dieciocho, fecha 

en la que ocurrieron los hechos que se investigan. 

f) A. los comprobantes de percepciones y deducciones de  

 fechados a pa rti r de noviembre de dos mil 

diecisieie a noviembre de dos mil dieciocho, (a foj s de la 906 a la 818 del 

expediente de primera instancia), se les conti , ió eficacia acreditativa 

indiciaria, sobre el monto de la remuneración ec nómica obten ida por la 

prestación de sus servicios como Agente del Minis erio Público, con lo que 

se estimó que el numerario fedatado, no forma parte de sus 

rem uneraciones. 
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I 
En consecuencia, el agravio en estudio resulta infundado, en virtud de que es 

I 
inexacto que en el fallo que se recurre el tribunal A qua sólo haya considerado 

como medio probatorio, el flcta administrativa de fecha veintiochp de agosto del 

dos mil dieciocho (a fojas de la 6 a la 8 del expediente de primera Instancia), para 
I 

tener por acreditado el verbo rector de "obtener", pues del cinálisis al fallo 
I I 

recurrido, se advierte que la resolutora realizó un análisis en lo inl:lividual yen su 

conjunto de los medios probatorios antes referidos para tener por acreditado el 

segundo de los elementos del tipo administrativo de cohecho . y r n particl.!!ar la 

conducta relativa a "obtener" un numerario no comprendido en la remuneración 

del servidor público de referencia , por lo que resulta infundado lel agravio que 

sobre el particular se hace valer. 

La conducta que se atribuyó al servidor público de referencia . relativa a que el 

veintiocho de agosto del año dos mil dieciocho, aproximadamente ¡¡las dieciocho 

treinta horas, previa solicitud obtuvo de manera ilegal la cantidad de mil pesos en 

ejercicio de sus funciones como Agente de Ministerio Público; en actuaciones se 

robustece, con la manifestación que realizó el denunciante 

 ante la autoridad substanciadora de la contraloría interna, de la Fiscalía 

General del Estado, durante el desahogo de la audiencia inicial (a fojas de la 295 

a la 301 del expediente de primera instancia), en la que reite+ la denuncia 

imputativa en contra del ahora recurrente manifestando "Que fLl i a liberar mi 

camioneta y el señor me dijo que fuera el día veintiocho de agosto del presente 
I 

y que ese dia llevara unos pesitos, yo le dije que de cuanto estábamos hablando 
I 

y el me dijo que de dos mil pesos, y ese día le di mil pesos el día que fui a liberar 
I 

mi camioneta supuestamente, en términos mi presencia es para identificar al 

señor que me pidió el dinero simplemente a grandes rasgos eso fU~ , sin pruebas 

que ofrecer. solo lo que presente en la autoridad investigadora, Jiendo todo lo 

que deseo manifestar". 

Se debe destacar, que en el caso cobra relevancia lo manifestado por el 

denunciante durante la audiencia inicial referida, al haber compar~cido durante 

la secuela procesal a sosten'er y reiterar la denuncia presentada ant~ la autoridad 

investigadora de la contraloria interna y ante la agencia del mini terio público 

respectivo, por lo que en términos de los articulas 11 6, 120 fracció IV. 129, 132 
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párrafo primero, 150 y 151 Y relativos de la Ley e Responsabilidades 

Administrativas del c.siadc' y ~,,1 un icipios, se le confiere , ,, jor indicia rio que al 

compaginarse con los medios probatorios reíeridos ca anteriorid8d, forman 

convicción anie este tribunal para tener por acreditada iant la conducta atribuida 

como la responsabi lidad del ahora recurrenle en la falta ad inistrativa materia de 

estudio. 

Por otra parte , resulta inoperante el argumento del recur ente, en el sentido de 

que de la inspección realizada en las oficinas del Centro e Justicia de Tenango 

del Valle. de fecha trece de diciembre de dos mil diecioc o a las trece horas, no 

existe registro de ingreso a esas oficinas por parte de 

en fecha veintidós de agosto de ese mismo año, por lo ue señala, que no es 

lógico pensar que esta persona se haya entrevistado con él en fa fecha que dice 

Is solicitó para su trámite dos mil pesos. 

En efecto, el recurrente no controvierte con algún raz namiento jurídíco las 

consideraciones bajo las cuales la juzgadora de primer 9 ado, desestimó que la 

falta de anotación de  en el libro de registro de usuarios 

de fecha veintidós de agosto de dos mil dieciocho, en las nstalaciones del centro 

de justicia de Tenango del Valle, haya acred itado su ina istencia en esa fecha a 

las referidas encinas, pues al respecto, la resolutora anifestó: a) Que de la 

diligencia de inspección rea lizada a dicho libro, se des rende la manifestación 

vertida por el oficial encargado del módulo, lugar en el q ~e se encontró el objeto 

inspeccionado, quien en lo conducente manifestó que ' generalmente todos se 

registran, sin embargo, hay usuarios groseros qu no se registran .. . " 

exteriorización que al haber sido concatenada con: b) e cuestiúnario real izado, 

por el personal adscrito a la Contraloria Interna de la FisG lía General de Justicia, 

a el veintidós de agosto del año próxi 10 pasado, permitió a la 

juzgadora concluir que el denunciante en la fecha refe ida, sí acudió a dichas 

oficinas , aun y cuando no se haya anotado en el libro de r gistro correspondiente, 

ya que tal ci rcunstancia no es obligatoria para ingresar I mu lticitado inmueble. 

Por lo anterior, al no controvertir con algún argum neo lógico juríd ico las 

consideraciones de referencia , este tribunal caree ae elementos para 

pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de las mism s. 
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~ respecto, es aplicable la jurisprudencia consultable en el se~anario JUdiCi: i 

de la Federación y su Gaceta , Tomo 111, Septiembre de 2015 , Décima Época, 
i 

página 1683, cuyo rubro indica "CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES 

QUÉ DEBE ENTENDERSE POR "RAZONAMIENTO" COMO COMPONENTE 
I 

DE LA CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU ESTUDIO". 

I 
De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado diverFos juristas de la 

doctrina moderna respecto de los elementos de la causa petendi, se colige que 

ésta se compone de ~n hecho y un razonamiento con el qU~ se explique la 
I 

ilegalidad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia 1a.l~ 81/2002 . de la 
I 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en I sentido de que 

la causa de pedir no implica que los quejosos ° recurrentes pueden limitarse a 

realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento. pues a e l~os corresponde 

(salvo en los supuestos de suplencia de la deficiencia de la b ueja) exponer, 

razonadamente, por qué estiman inconstitucionales o ilegale~ los actos que 

reclaman o recurren; sin embargo, no ha quedado completamehte definido qué 

debe entenderse por razonamiento. Así , coníorme a lo que autr es destacados 

han expuesto sobre este último, se establece que un razon~miento jurídico 

presupone algún problema o cuestión al cual , mediante las ~ istintas formas 

interpretativas o argumentativas que proporciona la lógica fOrr al , material o 

pragmatica, se alcanza una respuesta a partir de inferencias 0Ftenidas de las 

premisas o juicios dadps (hechos y fundamento) . Lo que, traSll dadO al campo 

judicial, en específico, a los motivos de inconformidad, un verdadero 

razonamiento (independientemente del modelo argumentativo q e se utilice), se 

traduce a la minima necesidad de explicar por qué o cómo el aclo reclamado, o 

la resolución recurrida se aparta del derecho, a través de la conf~ontaclón de las 

situaciones facticas concretas frente a la norma aplicable (de¡ modo tal que 

evidencie la violación), y la propuesta de solución o conclusióA sacada de la 

conexión entre aquellas premisas (hecho y fundamento). Por con J¡iguiente, en los 

asuntos que se rigen ppr el principio de estricto derecho, una alegación que se 

limita a realizar afirmacibnes sin sustento alguno o conclusiones ni demostradas, 

no puede considerarse un verdadero razonamiento y. por ende, ebe ca lificarse 

como Inoperante; sin que sea dable entrar a su estudio so prete to de la causa 

de pedir, ya que ésta se conforma de la expresión de un hechol concreto y un 

razonamiento , entendido por éste, cualquiera que sea el método ~rgumentativo , 
la exposición en la que el quejoso o recurrente realice la campar ción del hecho 

frente al fundamento correspondiente y su conclusión , deducida di l enlace entre 
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uno y otro, de modo que evidencie que el acto reclam do ° la resolución que 

recurre resu lta ilegal; pues de lo contrario, de analizar al una aseveración que no 

satisfaga esas exigencias, se estaría resolviendo a p rtir de argumentos no 

esbozados, lo que se traduciría en una verdadera s' plencia de la queja en 

asuntos en los que dicha figura está vedada. 

A contínuac;ón se procede al estudio del cuarto de los agr vías. 

C) En e i cuarto de los agravios, el recurrente manifiesta violación a 

íos artículos 129, 132 párrafos primero y segundo, 150 párrafo primero y 

151 párrafo primero de la Ley de Responsabilida es Administrativas del 

Estado de México y Municipios; que es correcta la apreciación de que el 

documento hace prueba plena, en cuanto a que s público y no así en 

cuanto al alcance jurídico para acreditar /a cond da que le atribuye /a 

reso/utora, pues en el escrito de alegatos, se hizo er las inconsistencias 

que contienen las entrevistas de las persones que hí intervinieron. 

Señala que la autoridad investigadora debió pre enir la conducta que 

supuestamente desplegó el ahora recurrente, y que contrario a ello, 

preparó y ejecutó un operativo para detenerlo, con onocimiento de que lo 

que estaba haciendo era fabricar un tipo administr Uva al supuestamente 

constatar el dicho de  

Que el presente hecho fue materia de análisis por vía del proceso penal 

y que como obra en las pruebas que ofreció, en d s ocasiones el juez de 

control del Distrito de Tenango del Valle, decretó o vincularlo a proceso, 

ante la deficiente investigación, que conlleva un inexistente acervo 

probatorio de la fiscalía. 

Refiere que los policías de investigación  

y  al ser entrevistados . entro de la carpeta de 

investigación NUC TOUFSPISPOl107118238311 108 por el Agente del 

Ministerio Público adscrito a la Fiscalía Especial zada en Combate a la 

Corrupción de fa Fiscalía General de Justicia el Estado de México, 

refirieron que les indicó " I Lic. me acaba eJe pedir 
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la cantidad de mil pesos", y no así les refirió que le haya dr dO la cantidad 

de mil pesos; que lo anterior lleva a la lógica de qUf la autoridad 

investigadora, en aras de acreditar su hecho, que es inexistf nte, hizo creer 

y fue aceptado por la resolutora, que el ahora recurrente el veintiocho de 

agosto de dos mil dieciocho obtuvo la cantidad de mil pesos, reiterando 
I 

que el propio  solamente señaló que le ha/Ha acabado de 

pedir una cantidad de dinero. 

\ 
Este agravio resulta infundado por una parte e inoperante por la ot a, atento a las 

siguientes razones y consideraciones juridicas. 

En primer término, es inoperante la primera parte del concepto de gravio que se 

hace valer, donde argumenta el recurrente, que el documento (10nstancia del 

veintiocho de agosto del dos mil dieciocho), si bien hace prueba plena por ser 

público, no así en cuanto al alcance jurídico para acreditar la condllcta que se le 

atribuye, pues señala que en el escrito de alegatos se hizo ver las inconsistencias 

que contienen las entrevistas de las personas que ahí intervinieron ! en efecto, en 

el apartado que se identifica como fuente del agravio cuarto, se al ! de al original 

de la constancia del veintiocho de agosto del dos mil dieciocho (a fojas 15 y 16 

del expediente de primera instancia), documental en la que se contiene 

únicamente la constancia de las actuaciones realizadas por la autoridad 

investiaadora de la Contraloría Interna de la Fiscalía General del I=stado, en la 

referid~ fecha, sin que en ~sta documental se contengan las entr, vistas a que 

alude el recurrente en el concepto de agravio que se contesta, por IF que de esa 

documental no se pueden deducir las inconsistencias en las entrevistas de las 

personas a que hace referencia el recurrente. 

De igual forma, resulta inoperante el concepto de agravio en estudio! en virtud de 

que sólo de manera genérica se hace referencia a que en el escritd de alegatos 

se hicieron notar las inconsistencias que contienen las entrevIstas de las 

personas a que hace referencia, sin precisar a cuales personas se lefiere, ni las 

razones, motivos o circunstancias que acrediten las inconSistencias! que invoca, 

por lo que esta autoridad carece de elementos jurídicos para pOddr analizar la 

legalidad del falio recurrido en relación a la fuente del agravio r que hace 

referencia, en efecto, una alegación que se limita a rea lizar álfirmaciones 
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genéricas y SIr. sustento legal, no puede consid rarse un verdadero 

razonamiento y por tanto resulta inoperante; sin que sea d ble entrar a su estudio 

so pretexto de la causa de pedir, ya que ésta se conform de la expresión de un 

hecho concreto y un razonamiento, de modo que evidenci que !a resolución que 

se recurre resulte ilega: l; pues de lo contrario, de analizar a guna aseveración que 

no satisfaga esas exigencias, se estaria resolviendo a p í tir de argumentos no 

expresados como agravios, lo que en la especie sería vioi iorio de los dispuesto 

por el artículo 201 y 203 de la ley de responsabilidades de la materia, que vincula 

a este tribunal de alzada al estudio de los conceptos de a elación a partir de los 

agravios formulados por las partes. 

Por otra parte , resulta infundado el agravio relativ a que la autoridad 

investigadora debió de prevenir la conducta que como ~ Ita administrativa se le 

atribuyó al ahora recurrente y que contrario a ello, prepar y ejecutó un operativo 

para detenerlo con conocimJento de que se le esta a fabricando un tipo 

administrativo, pues del análisis a las actuaciones que ob an en el expediente del 

píOcedimiento de responsabilidad administrativa CI/F JEM/PARN044/2018, 

radicado en el área de investigación de la Contralorí Interna de la Fiscalia 

referida, se advierte que la titular del área de investigació ,al tener conocimiento 

de la denuncia de los hechos presentada por  procedió 

en uso de las atribuciones que le confieren los articulo 3 fracción 1, 9 fracción 

VIII , 94, 95 fracción 11 , 96 , 97, 98, 99 Y relativos de la Le de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios, por I que es inexacto que se 

haya preparado un operativo con el propósito de fabrica le un tipo administrativo 

como lo pretende hacer valer el recurrente, ya que la r ferida autoridad al tener 

conocim iento de los hechos procedió conforme a las dis osiciones legales antes 

referidas, a rea lizar la investigación conducente a la con ucta del servidor público 

de referencia que podía ser configurativa de una respo sabil idad administrativa, 

que a la postre se tuvo por acreditada con los medio probatorios que fueron 

justipreciados en la parte considerativa del fallo que se ecurre. 

Además, en autos se encuentra acreditado, que el a Jora recurrente, cuando 

cometió la falta administrativa en estud io, se desemp ñaba como Agente del 

Ministerio Público de la Fiscalía General del Estado, es decir, se trata de un 

servidor público que como tal se encuentra sujeto al égimen juridico especial 
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que le impone la Ley de Responsabilidades Administrativas del E$tado de México 
I 

y Municipios, y por tanto, está sujeto al cumplimiento de los princi9ios y directrices 

que rigen la actuación de todo servidor público , en efecto, en términos del articulo 

7 de la referida ley, todo servidor público sin perjuicio de sr s derechos y 

obligaciones laborales que le impone la ley que regula la funci~n pública a su 

cargo , deberé observar en el desempeño de su empleo, cargo 10 comisión los 

principios de disciplina, legalidad, profesionalismo, honradez, lealfad , integridad, 

eficacia y eficiencia que rigen el servicio público, y deben de 10nducirse con 

rectitud , sin utilizar su empleo, cargo o comisión, para obten r o pretender 

obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, y 

siempre buscando satisfacer las necesidades colectivas por encin a de intereses 

particulares, personales o ajenos al interés general, asi como cor esponder a la 

confianza que la sociedad les ha conferido con la designación del cargo que 

desempeñan en el serllicio público, por lo que en el caso en análisis, la ilicitud y 

la responsabilidad de su conducta sólo es atribu ible a un acto consciente y 

voluntario de su parte, es decir, al desempeñarse como servidor pÚblico titular dE: 
I 

una Agencia del Ministerio Público y como representante social, tiene plena 
I 

capacidad para conocer y discernir sobre su comportamiento y parr comprender 

el significado de su actuación frente al ordenamiento ju rídico , con plena 

conciencia de que su conducta es contraria a derecho y que con su actuación 

voluntaria e ilícita vulnera el bien juridico tutelado por la norma juri1iCa al tipificar 

la falta administrativa grave de cohecho, que es la eficaz y eficie1te prE:stación 

del servicio público, por lo que resultan infundados los agravios que sobre el 

particular hace valer, ya que al prestar el servicio público a su cargo y al tener 

atribuciones para tramitar la devolución del vehiculo propiedad del ahora 

recurrente, conforme a la ley que regula la función pública a su f argo, le era 

exigible un comportamiento diferente, es decir, tuvo la pOSibilidad r e actuar en 

forma diversa y conforme <¡l la ley y no solicitar ni obtener con mptivo de sus 

funciones un beneficio no comprendido en sus remuneraciones, Pf r lo que su 

conducta además de antijurld ica es culpable y por tanto reprochabl a la luz del 

derecho administrativo san ionador. 
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En efecto, al trata rse de un servidor público, licenciado en 'erecho, titu lar de una 

Agencia del Ministerio Público y con experiencia en el ca go, es indudable que 

su conducta además de antijuridica, por ser contraria al or en jurídico que regula 

su actuación y a la prohibición establecida por la ley de r sponsabilidades de la 

materia, es culpable , pues es incuestionable que tiene cap cidad para conducirse 

con respeto y cumplimiento a las normas juridicas que reg lan su actuación, por 

lo que le era e)<igible racionalmente una conduela diver a a la que realizó, es 

decir, actuó con conocimiento y voluntad de quebrantar I norma juríd ica, por lo 

que se reitera, resultan inexactas las manifestaciones qu como agravios hace 

valer, relativas a que incurrió en una conducta ilícita on motivo de que se 

desplegó y ejecutó un opeíativo para fabricarle un tipo ad inistrativo, 

Por otra parte, resulta infundado el argumento de agr vio relativo a que los 

hechos materia de la litis en este procedimiento, ya fuer n analizados por la vía 

del proceso penal, y que como obra en las pruebas que of eció, en dos ocasiones 

el Juez de Control del Distrito de Tenango del Valle, ecreló no vincularlo a 

proceso, ante la deficiencia de la investigación, que onlleva un inexistente 

acervo probatorio de la fiscalía. 

En efecto, resulta inexacto lo argumentado por el r currente , pues la sola 

ci rcunstancia de que la conducta que se le atribuye, y haya sido materia de 

ami lisis por la via penal donde no se le vinculó a proc so, no constituye razón 

suficiente para estimar ilegal la resolución que por esta ía se Impugna, 

Es pertinente precisar que el artículo 21 de la Constitució Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, prevé que la investigación de los delitos corresponde 31 

Ministerio Público y a las Policías que actúan bajo la e nducción de éste, quien 

ejerce la acción penal ante los tribunales y, que la imp sición de las penas, su 

modificación y duración son propias y exclusivas de la utoridad judicial. 

El artículo 109, íracción II de la propia Constitución, est blece que los servidores 

pljblicas que incurran en responsabilidad frente al Estad , serán sancionados por 

la comisión de delitos, relacionados con hechos de ca rupción, en los términos 

de la leglsl::¡ción penal aplicable , 
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A su vez la fracción 111 del propio dispositivo constitucional ileñala, que se 

aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 

omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y efic iencia 
I 

que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. 

La fracción IV párrafo segundo del mismo precepto constitucional, establece que 

los procedimientos para la aplicación de las sanciones señalad s en el propio 

artículo, se desarrollarán autónomamente . 

El articulo 116, fracción V , párrafo primero, de la propia cons~itución federal , 

prevé que las constituciones y las leyes de los estados d~berán instituir 
I 

Tribunales de JusticIa Administrativa , con las caracteristicas descritas en el 

propio precepto legal: quienes impondrán, en los términos que uJiqUe la ley, las 

sanciones a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad 

administrativa grave. 

El párrafo segundo del numeral 87 de la Constitución Politica del Estado Libre y 

Soberano de México, establece que el Tribunal de Justicia Administrativa 

impondrá en los términos que establezca la ley, las sancion1s a las y los 

servidores públicos por responsabilidad administrativa grave y a lOs particulares 

que incurran en actos vinculados con faltas administrativas grave~. 
I 

El articulo 130 de la propia Constitución, establece que para los ~fectos de las 

responsabilidades de los servidores públicos , la Ley de Res90nsabilidades 

regulará los sujetos, procedimientos y sanciones administrativas. 

El artículo 14 párrafo primero de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 
I 

Estado de México y Municipios, estatuye la facultad del Tribunf l de Justicia 

Administrativa , para imponer sanciones a servidores públicos por I comisión de 

faltas graves. 

El artículo 347 de Código Penal del Estado de México, prevé que incurre en el 
I 

delito de cohecho el servidor público que solicite u obtenga para si o para otro u 

otros , de los particulares o de otros servidores públicos, por sí o dor interpósita 

persona , dádivas de cualquier tipo, en numerario o en especie ' ~ara permitir, 
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realizar u omitir un acto o actos licitas o ilícítos , relacionad s con sus funciones, 

y estatuye diversas penas, tales como prisión, multa , dest ución e inhabilitación 

para desempeñar empleo, ca rgo o comisión públicos, resp ctivarnente. 

De la interpretación conjunta de los preceptos legales alud idos, se llega al 

conocimiento de que la Carta Magna, la Constituci ' n Local, la Ley de 

Responsabilidades Administrativas de la entidad y el CÓ igo Penal del Estado, 

prevén, por un lado la imposición de penas por parte de a autoridad judicial al 

responsable de un delito, y por otro, se advierte qu tocante a las faltas 

administrativas graves, será el Tribunal de Justicia Admin slrativa el competente 

legalmente, para imponer las sanciones que correspond n, cuando un servidor 

público incurra en faltas administrativas graves, 

Asi, como de manera correcta lo precisó el A qua en la res lución en estudio, aun 

cuando se trata de los mismos hechos, estos fueron inv stigados, tramitados y 

resueltos por diversa vía (penal y administrativa) , es decir estamos en presencia 

de procedimientos distintos , no sólo por la materia sin porque se rigen por 

legislaciones distintas, que si bien son aptas para ejerc r la potestad punitiva 

sancionadora del Estado, rigen de forma autónoma la actuación de las 

autoridades a quienes corresponde su aplicación , por lo q e la determinación del 

juez penal no vincula jurídicamente la resolución e ilída por el tribunal 

administrativo. 

En efecto, la norma!ividad constitucional y secundaria a tes referida , confieren 

competencia y autonomía a este Tribunal de Justicia Adm nistrativa, para conocer 

y decid ir sobre la responsabilidad administrativa de los ervidores públicos ante 

la comisión de faltas administrativas graves, en ese senti o, y con independencia 

de que se haya emitido una resolución por la vía penal, e la que no se le vincula 

a proceso , por los mismos hechos y con identidad de suj to activo, no condiciona 

el fallo que el Tribunal de Justicia f\drn inistrativa emita e materia administrativa 

sancionadora, pues no debe perderse de vista qu conforme a la base 

constitucional referida, los procesos en la vía penal y ad inistrativa sancionadora 

gozan de autonomía y, por otra parte , el derecho ad in istrativo sancionador, 

tiene la función de tutelar bienes jurídicos diversos a los el derecho penal. 
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Asimismo, resulta infundado el argumento vertido por el recurr, nte consistente 

en que los policías de investigación  y 
I 

, al ser entrevistados dentro de la carpeta de in ~estigación /lJUC 

TOUFSP/SPO/ 1 07/ 182383/18/08 por el Agente del Ministerio P(rblico adscrito a 

la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción de la Fisaa/ía General de 

Justicia del Estado, refirieron que les indicó "el Lic. me 
I 

acaba de pedir la cantidad de mil pesos", y no así les refirió que le haya dado la 

cantidad de mil pesos; que lo anterior lleva a la lógica de q~e la autoridad 

investigadora, en aras de acreditar su hecho, que es inexistente, t iZO creer y fue 

aceptado por la resolutora, que el ahora recurrente el veintiochp de agosto de 

dos mil dieciocho obtuvo la cantidad de mil pesos, reiterando que el propio 

 solamente señaló que le había acabado de pedir una cantidad 

de dinero. 

En efecto, es inexacto que el tribunal de primera instancia, haya realizado una 

indebida valoración de la documental pública, relativa a la carpeta de 

investigación TOLlFSP/SPO/107/182383/18/08, donde constan las entrevistas 

de los policías de investigación  y 

, pues si bien ambos son coincidentes en señalar qLJe el veintiocho 

de agosto del año dos mil dieciocho aproximadamente a las dieci IChO hOias con 

treinta minutos, cuando se constituyeron en compañia de p~rsona l de la 

Contraloria Interna referida, en la oficina que ocupaba el Agente, del Ministerio 

Público , el denunciante 

les indicó "el Lic. me acaba de pedir la cantidad de mil pesos" y n~ asi les refirió 

que le haya dado dicha cantidad, también lo es que del análisis contextual de 
, 1 

ambas entrevistas se advierte que los dos pol icias coinciden en manifestar, que 

se le cuestionó al propio Agente de,l Ministerio Público "¿dónde estJ el dinero que 

te dio el señor.?" y fue en ese momento en que , se 

levantó metió su mano izquierda en el bolsillo izquierdo trasero del pantalón 
I 

sacando unos billetes de diferentes denominaciones, separando uno de 

quinientos pesos, dos de doscientos pesos y un bi llete de I cien pesos, 

quedándose con más billetes. y que en ese momento refi rió "esos son, lo demás 
I 

es mío", y que a continuación ambos policías recogieron diversos if1dicios, entre 

ellos , los mil pesos; en estas condiciones, resulta evidente quJ la conducta 

relativa al verbo rector "obtener" que como segundo elementb de la falta 
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administrativa de cohecho, se estimó acreditada por la resolutora de primer 

grado, entre otros medios probatorios , con la documental pública relativa a las 

copias certificadas de la carpeia de investigación 

TOLlFSP/SPO/107/182383!18/08, donde constan las entr 'lisias de los policias 

de investigación referidos , se encuentra correcta y ajustad E. derecho, en virtud 

que se rei tera, de! análisis contextual a las entrevist s que obran en la 

documental públ ica señalada, valoradas conforme a las eglas de la lógica, la 

sana critica y de la experiencia, se arriba a la conclusión' or la mecánica de los 

hechos que relatan los policlas, que el ahora recurrente I haber sido señalado 

por el denunciante como la persona que en esos mamen os le habla solicitado 

mil pesos y quien en esos momentos al ser cuestionado p r la polida , que dónde 

estaba el dinero, sacó de una de las bolsas de su pantal n billetes de diversas 

denominaciones, entre ellos los mil pesos, resulta evide te que no solamente 

solicitó el numerario referido sino que materialmente se a ropió de los mil pesos 

a que se hace refersncia, numerario que constituye el be eficio indebido que en 

ejercicio de sus funciones de manera ilicita obtuvo el recurrente del denunciante 

precitado. 

Por lo anterior reslJlta erróneo que la autoridad investiga ora haya hecho creer 

un hecho inexistente a la autoridad resolutora, relativo ~ que el veintiocho de 

agosto de dos mil dieciocho haya obtenido la cantidad 1 mil pesos, cuando el 

propio  solamente señaló que le había a abado de pedir. 

A mayor abundamiento, en el caso a estudio, la aut ridad investigadora al 

presentar el informe de presunta responsabilidad adminis rativa, en el expediente 

número FGJEM/OIC/INV/391/2018, en el apartado relativ a "la infracción que se 

le imputa al señalado como presunto responsable", dejó precisados los hechos, 

conforme a las cuales estimó como presunto responsabl al ahora recurrente de 

la falta administrativa grave de cohecho, establecien o que en el caso se 

actualizaban come verbos rectores de la conducta, tanto I de "exigir" como el de 

"obtener"; seña lando que la conducta relativa al verbo" xigir" se materializó, en 

un primer momento con la petición de dinero que hizo I Agente del Ministerio 

Público al denunciante, el dia veintidós de agosto 

de dos mil dieciocho, a cambio de realizar el trámite de li eración de su vehículo, 

lo que se acreditó con la denuncia que se hizo consta r e acta administrativa por 
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personal adscrito a ia contraloría interna de fecha veintiocho de agosto del año 
I 

dos mil dieciocho, y la conducta consistente en "obtener", se f11aterializó y se 

acreditó, entre otros elementos probatorios, con las manifestaciones de los 

elementos de la policía de investigación de nombres 
1 

 y , quienes en las entrevistas que obran en la , 
documental pública relativa a la carpeta de investig+ción número 

TOllFSP/SPO/107/182383118/08, fueron coincidentes en Señalar haber 
I 

presenciado los hechos que se atribuyen al Agente del Ministerip Público 
I 

, relativos a que precisamente en la OfiCin¡ de éste último 

el dia veintiocho de agosto de dos mil dieciocho aproximadamente la las dieciocho 

treinta horas, pidió al denunciante  la c!antidad de mil , 
pesos para agilizar la entrega de su vehículo , y que además, al dueslionarle en 

esos momentos al Agente del Ministerio Público , 

¿dónde estaba el dinero?, éste se levantó y lo sacó de una bolsa trasera de su 

pantalón en billetes de diversas denominaciones, manifestando "esos son. lo 

demás es mío"; conducta i!icita con la que refiere la autoridad im(estigadora se 

acredita que el servidor público , en el desempeño 

de su cargo como Agente del Ministerio Público
I 

, obtuvo por si y 

para si, la cantidad de mil pesos en efectivo , suma no compr~ndida en su 

remuneración como servidor público, a cambio de realizar un ac~o relacionado 

con sus funciones, que en la especie consistia en la emisión del oficio de 

liberación de un vehículo propiedad del denunciante. 

Con esta acusación y previa la secuela procesal correspondiente, el tribunal A 
l 

quo, consideró de manera cprrecta , que a fin de dar seguridad jurídica al servidor 

público señalado como 'presunto responsable, al advertir !que el tipo 

administrativo que se le atribuye consistente en la falta grave de cohecho, 

prevista por el artículo 53 de la Ley de Responsabilidades Adm+ strativas del 

Estado de México y Municipios, señala diversas hipótesis d realización 

alternativa, dejó establecido que de acuerdo a las constancias y. conforme al 

informe de presunta responsabilidad administrativa , en la especie S$ actualizó, la 

conducta relativa a "obtener por sí y con motivo de sus funciones url beneficio no 

comprendido en su remuneración". I 
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Por lo anterior, es inexacto que la autoridad investigador haya hecho creer un 

hecho ine,(isíente y que éste haya sido aceptado pOí la r solutora. en el sentido 

dE; que el ahora recurrente obtuvo la cantidad de mH P&"OS , en virtud que del 

análisis a la parte considerativa del fallo en estudio, se 3d ierte que al analizar el 

segundo de los elementos de la falta administrativa de cohecho que se atribuye 

al servidor público ahora inconforme, consideró que la Jutoridad investigadora 

cumplió con la carga probatoria para tener por acreditad la conducta del verbo 

rector "obten~r", dando cumplimiento a lo dispuesto por e artículo 133 de la Ley 

de Responsabilidades de la materia, que establece q e en cumplimiento al 

principio de presunción de inocencia, las autoridades i n \l ~stigadoras tendrán la 

carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren 

la existencia de ta les fa ltas, asi como la responsabil idad de aquéllos a quienes 

se irnputen las rnisrnas. 

En efecto, el tribunal A. qua para tener por acreditado el se undo de los elementos 

de la falta administrativa en estudio, realizó un análisis in egral y armónico, tanto 

en lo individual como en su conjunto de diversos medios robatorios, con los que 

arribó a la conclusión de que , obtuvo por sí y para 

si y con motivo de sus funciones, la cantidad de mil pesos para real izar el trámite 

de liberación y devolución de la camioneta propiedad del denunciante, monto no 

comprendido en su remu neración como servidor p ' blico, por lo que los 

argumentos que por vía de agravio se expone al respect , resultan infundados. 

A continuación se procede al estudio del qu into de los a ravios. 

O) En el concepto de agravio r;aJimero lqJ!winr!':' , se argumenta falta de 

aplicación de los artículos 129, 132 párrafos p ¡meto y segundo, 150 

párrafo prirr¡ero y 151 párrafo pnmero de la Ley d Fiesponsabilidades de 

la materia, que en una interpretación sistemátic , señalan cómo deben 

valorarse las pruebas que se aporten en un prace o administrativo. 

Que se comparte la idea de que al ser uni'l do umental pública, hace 

prueba plena, pero no por ese hecho se debe ca siderar verdad absoluta 

su contenido, pues de la narrativa de , se aprecian 

las siguientes inconsistencias, " .. . el dla 22 de a osto del año en curso 
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siendo las catorce horas con treinta minutos aproximadamente me dirigí a 

la oficina del ministerio público .. ." , cuando a la hora y fecha señalada no 

se ubicó en el lugar que dice, pues de los registros de ingreso, no se 

advierte su asistencia a las oficinas del ministerio público donde se 
I 

ubicaba, y que esto se corrobora con la inspección realiza<;ia por personal 

de la resolutora, de donde se desprende que el cuerpo dJ, seguridad que 

se ubica en el acceso, señaló que toda persona debe registrarse para 

ingresar como usuario a esas oficinas. I 

Que también declaró que " ... el día de hoy 28 de agos~ de 2018 me 

presenté en las oficinas de contraloría interna, llegando a 11s quince horas 

con diez minutos, donde lo atendió la licenciada IVONNE ESMERALDA 
• • I 

PLIEGO GARCIA .. . ", siendo que al observar el registro del libro de acceso 

de las oficinas de la contraloría interna, se muestra que el d'{3 28 de agosto 
, 

de 2018 el señor  ingresó a las quince 

horas y salió a las quince horas con veinte minutos, y que fue atendido 

para una cita, es decir, ya antes del veintiocho de agosto de dos mil 

dieciocho habia llevado a cabo entrevista con personal de (¡Isa contraloria 

y se había puesto de acuerdo para levantar la denuncia 4ue hizo, pues 
I 

refiere, que no es creíble que en veinticuatro minutos se haya recabado 

una denuncia de talnaturalezé:, lo que presume un aleccionamiento entre 

esa autoridad y el hoy denunciante. 

Otra observación es que " .. . me salí de esa oficina y me diri~i a ia agencia· 

del ministerio público, de Tenango del Valle con el licepciado  

 SIENDO LAS DIECIOCHO HORAS CON 

DiEZ MINUTOS me atendió ... ", pero que eso es contrario a la realidad, 

pues es ilógico pensar que el denunciante haya hecho n tiempo de 

trayecto de dos horas con cuarenta y siete minutos de las oficinas de la 

contraloría interna a la agencia del ministerio público de Ten~ngO del Valle, 

pues es de conocimiento general que el trayecto entre esah dos oficinas 

es de entre treinta y cuarenta minutos, dependiendo el tránJito del lugar. 
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Esta primera parte del agravio en estud io resulta inoper nte, en virtud de que 

como se manifestó al dar contestación al tercero de los ag avias, el recurrente no 

controvierte con algún razonamiento jurídico las consideí ~ ciJnes bajo las cuales 

la juzgadora de primer grado, desestimó que la falta de anotación de 

en el libro de reg istro de usuarios de feo a veintidós de agosto 

de dos mil dieciocho, en las instalaciones del centro de j ~ s ticia de Tenango del 

Valle, haya acreditado su inasistencia en esa fecha a las ~I fe ridas oficinas, pues 

al respeclo, la resolutara manifestó: a) Que de la dil gencia de inspección 

realizada a dicho libro, se desprende la manifestaciór vertida por el oficial 

encargado del módulo, lugar en el que se encontró el objet inspeccionado, quien 

en lo conducente manifestó que "generalmente todos se egistran, sin embargo, 

hay usuarios groseros que no se registran .. " exterioriza ión que al haber sido 

concatenada con: b) el cuestionario realizado, por el ersonal adscrito a la 

Contraloría Interna de la Fiscalía General de Justicia, a el 

veintidós de agosto del año próximo pasado, permitió a la 'uzgadora concluir que 

el denunciante en la fecha referida, sí acudió a dichas ofi inas, aun y cuando no 

se haya anotado en el libro de registro correspondiente, \ a que tal circunstancia 

no es obligatoria para ingresar al multicitado inmueble. 

También resu ltan inoperantes los argumentos de ag avio relativos a que: 

confom1e a! libro de acceso a las oficinas de la Con ra loría Interna de! día 

veintiocho de agosto del dos mil dieciocho, no sea creí le que en veinticua tro 

minutos se haya recabado ante la propia Contraloria, la d nuncia presentada por 

el señor , lo que refiere presu e un aleccionamiento 

entre esa autoridad y el hoy denunciante, así como el ar umento consistente en 

que es ilógico pensar que el denunciante haya hecho u tiempo de trayecto de 

dos horas con cuarenta y siete minutos de las oficinas de la Contrataría tnterna a 

la Agencia del Mimsterio Público de Tenango del Val! , cuando refiere es de 

conocimiento general que el trayecto entre esas dos ofi, inas es de entre treinta 

y cuaren/a minutos. 
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En efecto , estos argumentos resultan inoperantes, por tratarse de apreciaciones 

de carácter dogmático y subjetivo , pues son suposiciones que t$xpresa la parte 

recurrente sobre un supuepto aleccionamiento y sobre la falta d~ credibilidad en 

el tiempo de trayecto de una oficina a otra, además de que el ti~mpo en que se 

haya recabado la denuncia a que hace referencia y el tiempo d$ trayecto entre 

una y otra oficina , son aspectos accesorios y no esenciales a la m¡ateria de la litis, 

considerando además que la temporalidad y la hora en que Isucedieron los 

hechos, se expresó en tiempos aproximados según lo refieren el propio 

denunciante y los entrevistados. 

Es pertinente hacer notar, que obra en actuaciones (a fojas de la 6 a la í3 del 

expediente de primera instancia), la documental pública consistente en el acta 

administrativa de fecha veintiocho de agosto de dos mil dieciochQ, que contiene 

la denuncia que presentó    ante I la Autoridad 

Investigadora de la Contraloría Interna de la Fiscalía General de Justicia del 

Estado, documental pública con valor probatorio pleno a la luz de lo dispuesto 
I 

por los artículos 129, 132 párrafo primero y 151 de la Ley de Res¡llonsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios, al tratarse de + a documental 

expedida por una autoridad en ejercicio de sus funciones, con la que se acredita 

que en esa fecha  compareció ante lasloficinas de la 

autoridad investigadora referida, iniciando su denuncia a las quince horas con 

veinte minutos y concl~yendo a las dieciséis horas con trEjinta minutos, 

documental que al no ser controvertida en forma alguna por el ahqra recurrente, 

acredita plenamente la fecha horario y tiempo en que se presentó 113 denuncia de 

referencia, por lo que se ~ebe desestimar el argumento relativo
l 
a que no es 

creíble que en veinticuatro minutos se haya recabado la denuncia ~eferida, como 
1 

lo pretende hacer valer el recurrente, pues además, el libro de regi¡ tro de ingreso 

de usuarios, que se lleva por el personal de vigilancia en el área lexterna de la 

oficina de la Contraloría Interna, no es un documento de carácter oficial, ni se 

encuentra autorizado por alguna autoridad en ejercicio de sus fun~iones, atento 

a lo vertido en la inspección de fecha trece de diciembre de dos /ni! dieciocho, 

que practicó la magistrada titular de la Octava Sala Regional ESPj CialiZada en 

Materia de Responsabilidades Administrativas y que obra (a fojas re la 952 a la 

956 vuelta del expediente de primera instancia), diligencia con va or probatorio 
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pleno, en términos::le lo dispuesto por el adculo 12&, i6~, 169, 170, 171 Y 172 

de la Ley de Responsabilidades Administrativas del stado de México y 

Municipios, 

Como parte del agravio número qu¡n~o , también se manifiesta que el 

denunciante señaló "" ,saqué de mi cartera le di la antidad de mil pesos 

los cuales le entregué un billete de a quinientos p, sos dos bilietes de a 

doscientos pesos y un billete de a cien ¡;esos", ", p ro como se ha hecho 

mención, esa manifestación es contraria a lo señ lado por los policías 

ministeriales y

pues de su entrevista refieren que al momento en qt e entran a las oficinas 

donde se ubicaba y I denunciante, siendo 

las dieciocho horas con treinta minutos el denuncl nte 

les manifestó que el licenciado le había acabado de pedir la 

cantidad de mi pesos para agilizar el trámite de dev lución de su vehiculo, 

Este agravio resulta infundado, pues resulta erróneo q e lo declarado por el 

denunciante  en la entrevista a e el Ministerio Público 

adscrito a la Fiscalía Especializada en Combate a la Corr peión, (a fojas 43 y 44 

del expediente de primera instancia) sea contrario a lo s ñalado por los policÍ<ls 

ministeriales  y  en su 

entrevista ante la propia fiscalia especial izada (a fojas 45 a 48 del expediente de 

primera instancia) , en virtud de que como se ha expresa o con anterioridad, del 

análisis contextua! a lo declarado por el denunciante e la entrevista a que se 

hace referencia, manifiesta que desde que tuvo la pri era entrevista con el 

/\gente del Ministerio Público ahora recurrente, en fecha veintidós de agosto del 

dQS mil dieciocho, éste le pidió dinero al manifestarle, "T VIENES EL MARTES 

QUE ES 28 DE AGOSTO PERO TE TRAES UNOS PESI OS y yo le conteste de 

una manera irónica de cuanto estamos hablando y él m dijo DOS MIL PESOS 

DE LOS CUALES SE IBAN A ENTREGAR MIL AL INICI y ivllL AL FINALIZAR", 

de igual forma, ell la propia entrevista manifiesta el den nciante, que cuando se 

le cuestionó "a que vienes" , entre otras cosas manifes! , "como me dijo la vez 

pasada la cantidad de mil pesos ahorita y mil peso cuando ya tuviera la 

liberación de mi camioneta '" y saqué mi cartera le di I cantidad de mil pesos 
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los cuales le entregue un billete de quinientos pesos, dos billetes de a doscientos 

pesos y un billete de a cien pesos y él los tomó con la mano iZf uierda y se los 

echó en el bolsillo trasero del pantalón . .. ", de lo anterior se advierte que lo 

declarado en la entrevista de referencia por el denunciante, en lo esencial es 

coincidente con lo manifestado en la entrevista que en la propia fecha emitieron 

los policias ministeriales  y  

, cuando estos manifestaron, que al encontrarse 

en la oficina del Ministerio Público ahora recurrente, les manifestó "el Lic. Me 

acaba de pedir la cantidad de mil pesos para agilizar mi trámite d'll devolución de 

mi vehículo en este momento" , por lo anterior, resulta infundado ~o argumentado 

en el agravio que se estudia. 

En cuanto al agravio consistente en que las testimoniales (sic) de  

y  sdn idénticas en 
I 

cuanto al formato, I redacción, identificación, signos df ortografia y 

puntuación, lo que presume una falla de debida diligencia en la integración 

de la carpeta de investigación radicada en la Fiscalía Especializada en 

I Combate a la Corrupción, de la que se desprende que: 

i I 
1. Los aprehensores no señalan a qué hora fueron Citados 

i I 
en la 

coordinación general de la policía y a qué hora recibieron el oficio de 

solicitud de apoyo. 

2. Refieren haber intervenido en los hechos del \leintiochol de agosto de 

dos mil dieciocho a las dieciocho treinta horas, cuando el denunciante 

señaló que fue atendido a las dieciocho diez horas de esa '¿chao 

3. Refieren que identifican al denunciante por una fotografifiJ que obra en 

el expediente que les mostró la licenciada Ivonne, haciendJ referencia al 

expediente FGJEM/OIC/INV/391/2018. del cual no se advit rte diligencia 

alguna que haya ordenado la obtención de una placa fQtográfica del 

denunciante   y como consef;uencia esté 

incorporada a ese expediente administrativo, como para Fcreditar que 

existe la fotografía que refieren. lo que hace presut¡1ir, que los 

aprehensores antes de acontecer los hechos que aquí s~ ventilan, ya 
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habían f." nido contacto con y se habían puesto 

de acuerdo en hacer una detencíón al suscrito, S in q e /0 haya desplegado 

conducta considerada como grave por la legislación administrativa. 

4. Que al entrar a las oficinas donde se encontr be el recurrente y el 

denunciante, éste les dijo "el lic me acaba de pe ir la cantidad de mil 

pesos", más no que le haya hecho entrega de esa can/idctd. 

Esta parte del agíavio es infundado, pues resulta erróneo ue e)(ista identidad en 

&1 ~ontenido de las entrevistas de los agentes de la policía e investigación 

 y   ante la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción, pues si bien, existe similitud en la 

narración de los hechos, en cuanto a la forma en que tu ieron conocimiento de 

la denuncia presentada , el apoyo que les fue solicitado y a forma y términos en 

los que se trasladaron a la Agencia del Ministerio Público de Tenango del Valle, 

en compañia del denunciante y del personal de Órgano Interno de Control, lo 

cierto es que en lo esencial, existe coincidencia en cuant a las circunstancia de 

modo tiempo y ejecución de los hechos que se atribuyen I ahora recurrente, por 

ello la circunstancia relativa a que la identidad en 1 formato , redacción , 

identif icación y signos de ortografía y puntuación, presu an una falta de debida 

diligencia en la integración de la carpeta de investigaci n, es un aspecto que 

resulta intrascendente para el procedimiento administra ivo sancionador, pues 

como se ha señalado con anterioridad , con los medios pr batorios justipreciados, 

quedó acred itada tanto la conducta como la responsabilid d del ahora recurrente, 

en !a falta administrativa que se le atribuyó. 

De igual forma, el que no se haya señalado la hora en ue fueron citados a la 

coordinación genE:ral de la policía y la hora en que recibi ron el oficio de solicitud 

de apoyo, así como la diferencia de horario a que se alude en cuanto a su 

intervención y la hora señalada por el recurrente, son as ectos que como se ha 

señalado con anterioridad, por ser horarios estimad s y aproximados, no 

trascienden al hecho central materia de la litis. 

42 

CSE/RA 01/2019 



" ' . t .. --. 

i ~ " ! i!' :'. " 
V \ __ , 'J ..... v c..J 

.;:.' ~ .. TRlI3 lJNAL DE JUSTICIA ADM INISTRA TlVA 
DEL ESTADO DE MÉXICO ~:;': . 

, 
~.i..=:f:~ .. 

Resultan inoperantes los agravios relativos a que el hecho de que en las 

actuaciones del expediente FGJEM/OIC/INV/391/2018, no s~ advierta que 

conste una fotografía de! denunciante, el/o "haga presumir" que los policías 

aprehensores antes de acontecer los hechos, ya habían tenido contacto con el 

propio denunciante y se habían puesto de acuerdo con éste para realizar la 

detención del ahora recurrente, sin que haya cometido una faltt administrativa 

grave, por tratarse de argumentos de carácter dogmático y SUbj1tiVO . En efecto, 

en el agravio en estudio solo se plantea una suposición persornal, pero no se , 

expresan razonamientos lógicos jurídicos que permitan eviqenciar alguna 

ilegalidad en el fallo recurrido. I 

Es infundado el agravio relativo a que al entrar a las oficinas donde se encontraba 

el recurrente y el denunciante, éste les dijo "el lic me acaba de p$dir la cantidad 

de mil pesos ", más no que le haya hecho entrega de esa cantidad; ya que como 

se ha manifestado reiteradamente en la contestación a los agravios tercero y 

cuarto de la presente resolución , en autos y con los medios probatorios referidos, 

ha quedado plenamente acredítado que el ahora recurrente previa solicitud 

obtuvo de manera ilícita el numerario a que se ha hecho referenci41. 

En el propio agravio, se manifiesta que en cuanto hace a li entrevista de 

Ivonne Esmeralda Pliego García, se desprende que aún y cuando los 

aprehensores no la ubican dentro de su informe policial homologado de 

fecha veintiocho de agosto de dos mil dieciocho. Es decir, que no estuvo 

presente en el lugar al momento de acontecer los her:;hos que se 

investigan, ella intervino en calidad de servidora pública, pues de 
I 

constancias del expediente administrativo FGJEM/OIC/INV/~91/2018 y de 

propia voz ante el investigador, señaló que se presentaría a I$s oficinas del 

ministerio público en ~enango del Valle, ingresando a las diJCiochO treinta 

y cinco de ese veintio~ho de agosto de dos mil dieciocho, ho{a diversa a la 

citada por los aprehensores y el propio denunciante, más aún, y con 
I 

fundamento en lo establecido por el artículo 21 párrafo noveno de la 

CPEUM que a manera de interpretación dispone una Políticfl Criminal en 

cuanto a la seguridad pública relativa a la prevención del delito que debió 
I 

observar la licenciada Ivonne a efecto de evitar, para el casd, se llevara a 

cabo la ejecución del hecho por el cual se me ha condenadol 

43 I 
eStiRA: 01 /20 19 



, ~ ' , . 
'-.. , ;... r RHWNAL DE JUSTICIA ADM IN ISTRATIVA 

IJI:i. ESTADO Di-: Mf:X ICO . ,;,\ :,,, ,:, 

Por lo anterior, y en una interpretación lógica y apreci ción conjunta, integral 

y armónica del contenicJo de la documental en cita, ue en el caso son las 

entrevistas del denunciante, personal de la contralorí interna de la FGJEM 

y policías de investigación, se podrá arribar a la concl sión de que los vicios 

marcados trascienden al va lor jurídico que les pudie a corresponder, y que 

debe dE: negárseles valor alguno, pues son contran s entre sí y contrarios 

a la verdad material que aconteció el veintiocho ' e agosto de dos mil 

dieciocho de las dieciocho horas a las dieciocho hora COIl cuarenta minutos 

del día. 

El agravio en estudio resulta infundado, pues contrario lo aducido por  

, se cuenta con el material probat rio idóneo para arribar 

a la conclusión d" Que la Titular del Área de Investigaci ' n, el día veintiocho de 

agosto de dos mil dieciocho, sí se encontraba presente e el lugar de los hechos 

donde el ahora recurrente desplegó la conducta materia de estudio , 

precisamente, en las oficinas de la Agencia del Ministerio ublico de T enango del 

Valle ; en efecto, de las actuaciones que obran en docume ta l pública consisten~e 

en la certificada de la de investigación 

NUC :TOLiFSP/SPO/1 07/182383/18/08, (a fojas de la 35 la 140 del expediente 

de prirne:ra instancia), es dable deducir que la licenciada I onne Esmeralda Pliego 

García, en su carácter de autoridad investigadora de la ontraloria interna de la 

Fiscalía General del Estado, sí se encontró presente presenció los hechos 

acontecidos en las oficinas del Centro de Justicia e Tenango del Valle , 

aproximadamente a las dieciocho horas con treinta m nutos, al ingresar a la 

oficina del licenciado , Agente del Ministerio 

Público 

 tuvo conocimiento de los hechos que e atribuyen como fa lta 

administrativa al ahora recurrente, pues además se adv erte que al comparecer 

en fecha veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, ante el Agente del Ministerio 

Público adscrito a la Fiscalía Especializada en Combate la Corrupción , precisó 

que acompañada de ia licenciada   y de los 

policías de investigación, se constituyeron en la Agencia el Ministerio Público de 

Tenango del Valle , a las dieciocho horas con treinta y cin o minutos, e ingresaron 

a la oficina del ahora recurrente, donde se desarrollaron os hechos materia de la 

litis. 
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Obra además, la documental pública de fecha veintiocho de agbsto de dos mil 

dieciocho (a fojas 15 y 16 del expediente de primera instancia), donde se hizo 

constar que la propia titular del área de investigación , acompañada del personal 

de la contraloría ínterna y de los policías de investigación, se conbtituyeron en la 

agencia del Ministerio Público de Tenango del Valle, a las diecif chO horas con 

treinta y cinco minutos aproximadamente, donde se percató del desarrollo de los 

acontecimientos, el dia de la fecha en que emitió la documental de referencia. 

Es asi , que de las documentales públicas referidas con anterio rid~d , con eficacia 

probatoria a la luz de los dispuesto por les artículos 129, 132 PárrafO primero y 

151 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estad? de México 'f 

Municipios, se concluye que Ivonne Esmera lda Pliego Garcia , el veintiocho de 
I 

agosto de dos mil dieciocho, sí se encontraba en el lugar de los hechos. por lo 

que debe desestimarse el agravio en estudio ; además, cabe destacar que el 

hecho de que exista alguna variación en las horas y minutos señar,ados tanto por 

la titular del área de investigación, como por los agentes de la policia de 

investigación y el propio denunciante, en el momento que aCf ntecieron los 

hechos materia de análisis, son cuestiones ci rcunstanciales o accesorias, y tal 

aspecto no modifica la sustancia de los hechos , consistentes ~n que el dia 

veintiocho de agosto aproximadamente a las dieciocho treinta h?ras, el ahora 

inconforme como titu lar de la Agencia del Ministerio Público del Primer Tumo de 
. I 

Tenango del Valle , solicitó y obtuvo con motivo de sus funciones lia cantidad de 

mil pesos , configurándose la conducta de cohecho al haber obtenido por si y con 

motivo de sus funciones un beneficio no comprendido en su remuneración. , 

Si bien, Ivonne Esmeralda Pliego Garcia , intervino como servid~r público en 

funciones de titular del área de investigación, ya que al tener conocimiento de la 

denuncia de los hechos presentada por , procedió en 

uso de las atribuciones que le conf ieren los artículos 3 fracción 1, 91 fracción VIII , 

94 , 95 fracción 11 , 96 , 97, 98, 99 Y relativos de la Ley de ResP9nsabil idades 

Administrativas del Estado r e México y Municipios, rea lizando la investigación 

conducente a la conducta del servidor público de referencia, misnha que podía 
I 

ser configurativa de una responsabilidad administrativa , y que a la ~ostre se tuvo 

por acreditada con los mE:d íos probatorios que fueron justipreciad s en la parte 

considerativa del fallo que se recu rre, resulta inexacto, como se pr lende hacer 
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valer por el recurrente, que !a titular del área de investigaci n debia observar una 

política sobre prevención del delito, él efecto de evitar qu _ se llevara a cabo la 

ejecución del hecho materia de estudio, sino que, era el p opio recurrente en su 

función de Agente del Ministerio Público de la Fiscalia enera l del Estado, el 

obligado al cumplimiento de los principios y directrices qu rigen la actuación de 

iodo servidor público, en términos del artículo 7 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios, es d cir, tuvo la posibilidad 

de actuar conforme a la ley y no solicitar ni obtener con , olivo de sus funciones 

un beneficio no comprendido en su remuneración , por lo que es incuestionable 

que el ahora recurrente es el único responsable de su onducta y quien debe 

soportar las consecuencias de su conducta ilicita , con ucta que además de 

antijuridica es culpable y por tanto reprochable a la luz del clerecho administrativo 

sancionador. 

Por otra parte, el agravio consistente en que derivado de las entrevistas del 

denunciante, personal de la contraloría interna de la Fisc ¡¡a General de Justicia 

del Estado JI de los :Jolicías de investigación, se podrá a ibar a la conclusión de 

que los vicios marcados trascienden al valor jurí ico que les pudiera 

corresponder, y que debe de negárseles valor alguno, p es son contrarios entre 

sí y contrarios a la verdad material, también resulta i fundado, pues resulta 

erróneo que exista alguna contravención al principio de erdad material como lo 

pretende hacer valer el inconforme, ya que de las ent vistas que integran la 

documental pública consistente en las copias certific das de la carpeta de 

investigación !\iU(; TGLlFSP/SPO/1 07/182383/18/08 , de la Agencia del 

Ministerio Púb!icQ adsc.rito a la Mesa Tercera del Fi cs.lia Especializada en 

Combate a la C'JiTupc.i6n, se desprende que las pers nas que vivenciaron y 

presenciaron los h::;chos, es decir, tanto el denunciante ,l

los policias de investigación y 

, asi como la titular del área de investigación , sustancialmente fueron 

acordes al man ifestar las circunstancias de modo, tie po y lugar de como se 

desarrollaron y consumaron los hechos materia de estu io; probanzas que como 

bien lo refirió el tribunal A qua, una vez analizadas, pond radas y valoradas, tanto 

en lo individual como en su conjunto con diversos eleme tos probatorios, permitió 

tener por acreditados los elementos del tipo adminis rativo de cohecho y la 
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responsabilidad del ahora recurrente; en tal virtud, es inexacto que se deba negar 

valor probatorio a las documentales de referencia, ya que ~o se advierte 

contradicción en las mismas, ni tampoco se advierte que al resolfJer el presente 

asunto en primera instancia, se haya contravenido el principio de verdad material ; 

en ese sentido, resulta infundado el agravio hecho valer por el recurrente. 

A continuación se procede al estudio del octavo de los agravIos. 

E) En el octavo de los agravios, el recurrente manifief ta violación a 

los artículos 129, 132 párrafos primero y segundo, ' 150 pál rafo primero y 

151 párrafo primero de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 

Estado de México y Municipios, que en una interpretaciór sistemática, 

señalan cómo habrán de valorarse las pruebas que se aporten dentro de 

un proceso administrativo, los anteriores en relación con la inexistente 

aplicación del precepto 115 del mismo ordenamiento legal, que dispone 

los principios de presunción de inocencia, objetividad, legalidad, verdad 

material y respeto a los derechos humanos. 

Señala que la autofidad que emite la resolución impugnada, faltó al deber 

de objetividad y legalidad y vulneró sus derechos fundam4lntales. pues 

omitió aplicar toda experiencia y sana crítica , ya que al Jracticarse la 
1 

diligencia de inspección el día trece de diciembre de dos mIl dieciocho a 

las trece horas, se percató que entraban personas que no se ¡registraron y 

que no porlaban gafete de la fiscalía, manifestación contrariq¡ a la verdad 

material, puesto que si elJa hubiese advertido tal circunstancit se hubiese 

asentado y como elJo no aconteció, pues es lógico el que no xista dentro 

de la inspección en cita, además de que, como se desprende de la 

inspección, solamente pidió el registro del secretario, fue l na petiCión 

determinada favorable por el personal que atendió la diligencia y no por 

una imposición de la titular del tribunal, y que del segundd libro no se 

apreció registro alguno, toda vez que éste es para quiene1 ingresan a 

servicio social y prácticas profesionales, no así a la contra/orí1 interna 
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Que es vio /atario que /a reso/utora haya indicado q e no favorecen a sus 

intereses las inspecciones, pues contrario a lo qu ella refiere, en esas 

pruebas ella ordenó asentar toda actividad que iba conteciendo alrededor 

y del que elia se esiaba percatando, y se reitera I hecho de que si se 

hubiere percatado de personas qua no se registra , ello habría quedado 

asentado en la diligencia de inspección , 

Que se podría arribar a la conclusión de que la utoridad que emitió la 

resolución que se impugna, de manera genérica fa ó al deber de legalidad 

y objetividad que exige el articulo 1 de la Con s /lución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en relación con I 115 de la Ley de 

Responsabilidades'Administrativas del Estado de éxico y Municipios, 

El agravio en estudio resulta infundado. 

En efecto , es erróneo que la resolutora de primera insta cia haya vulnerado los 

preceptos legales que invoca el recurrente, asi como los ¡incip ios de presunción 

de inocencia , de objetividad, legalidad , verdad material ) respeto a los derechos 

humanos, en ia valoración y ponderación que hace so re la inspección judicial 

de fecha trece de diciembre de dos mil dieciocho, (que bra a fojas de la 952 a 

la 956 vuelta , d,," tomo 11 del expediente de primera Instancia) , pues resulta 

inexacto que la consideración de la juzgadora sobre 1 referida diligencia sea 

contraria a la verdad material de los hechos, en efecto, . el análisis a la diligencia 

de reíerencia, se advierte que se hizo constar que al ingresar el personal de 

actuaciones del tribunal a las instalaciones que albergan la Contraloria Interna de 

la Fiscalía Generai de Justicia del Estado, hay un libro de registro común tanto 

de ingreso a !a relerida contra loría , como a la Coordina ión General de Atención 

Inmediata y Justicia Restaurativa de la propia institucló , libro en el cual reg istró 

su acceso solamente el secretario de acuerdos a nomb e de todo el personal de 

actuación de esa diligencia , razón por la cual los restan 'es asistentes no tuvieron 

la necesidad de reg istrase, de igual forma, se hizo cons m en la propia diligencia, 

que al ser cuestionado el guardia a cargo del control de ese libro de acceso 

común, sobre si todas las personas que ingresan a esl área deben registrarse, 

éste contestó que sí, a excepción de las que traen sI gafete de la fiscalía; la 
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referida actuación, permite deducir como válida la consideración de la resolutora 

de primera instancia, al desestimar lo manifestado por el guardi<il de referencia , 

bajo la consideración de que cuando se practicó la diligencia, la ~esolutora pudo 

advertir que ingresaron diversas personas que no se registraron y que no 

portaban gafete alguno, entre ellos el personal que asistió de la sala 

especializada, dado que únicamente se requirió que se registrara el secretario de 

acuerdos; con independencia de ello, en la propia diligencia se hizo constar que 

en el libro de registro de los usuarios que acuden a la contraloría 1 bajo el control 

del policía de guardia, se pudo apreciar que en el registro corres~ondiente al dia 

veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, obran siete registros , Jntre ellos el de 
I 

 (sic) quien según el registro, acudió a una cita de la 

contralaría con hora de entrada a las quince horas y de salida a las quince horas 
. I 

con veinticuatro minutos; circunstancias por las que no se advierte que la 

resolutora de primera instancia, haya contravenido el principio de verdad material 

a que alude el recurrente, por lo que es infundado el agravio que sobre el 

particular se hace valer. 

También se debe desestimar el argumento relativo a que el regi~tro en el libro 

respectivo solamente del secretario de acuerdos, fue una petició7 favorable de 

quien atendió la diligencia y no una impcsición del titu lar del tribi nal, pues tal 

hecho no va ría la verdad material de los hechos, pues el aspecto e$encial que se 

advierte de la diligencia, es que solamente se registró en el libro de acceso 
I 

referido el secretario de acuerdos, sin que se haya registrado 1<1 totalidad del 

personal que acudió a la propia diligencia, y el hecho de que no aparezca registro 

alguno en el segundo libro destinado para el registro de personas ~ue acuden a 

servicio socia l y prácticas profesionales, también resulta intrascfndente para 

considerar alguna ilegalidad en las consideraciones que sustentan !el I sentido del 

fallo . 

I 
Finalmente, resulta infundado el agravio en estudio, pues no se adVi¡ rte violación 

alguna en la valoración de la inspección judicial de referencia, y la donsideración 
I 

de tribunal A quo bajo la cual arribó a la conclusión de que la inspección judicial 

ofrecida por el ahora recurrente, no favorece a sus intereses, por~ue en autos 

quedó acreditado que sí obra registro de asistencia del denunciante la las oficinas 
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de la autoridad investigadora, el veintiocho de agosto del dos mil dieciocho, se 

considera correcta y ajustada a derecho, pues la diligen 'ia de inspección, fue 

justipreciada por ' <J piOpia resolutora en forma conecta a la Iluz de lo dispuesto 

por los articulos 132 párrafo segundo, 150, 151, 168, 17 , 171 Y 172 de la l ey 

de Responsabilidades .A,dministrativas del Estado de Méx¡ o y ¡\Jlunici¡:: ios, sin que 

pase desapercibido que el ahora inconfOime, no expre a cuá l es el alcance 

probatorio de la prueba que señala fue mal valorada, qué retende acreditar con 

ella y en qué trascendería en su beneficio la circunstan a de que se hubieren 

registrado en la diligencia de inspección, el nombre de I s personas que no se 

registraron en el libro de acceso a que se alude en la pro 

Bajo tales consideraciones , resultan infundados los agra 10 5 relativos a que en 

el fallo que se recurre , de manera genérica se faltó a deber de legalidad y 

objetividad a que alude el recurrente, pues como ha que ado manifestado en la 

parte considerativa del presente fallo, la resolución que s recurre cumple, entre 

otros, con los principios de legalidad y objetividad, que para el procedimiento 

administraiivo sancionador exige el articulo 11 5 de la le~ de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios; si, que baste aducir de 

manera genérica, vio lación al artículo 1° de la Constit cional Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en virtud que para desvi uar la presunción de 

legalidad de la que toda resolución jurisdiccional go a, se deben expresar 

razonamientos lóg ico jurídicos que demuestren la i1egali ad del fallo recurrido . 

Por lo anterior, ~I resultar inoperantes en parte e infunda os en otra, los agra'vios 

expresados por la ¡:arte recu rrente, se debe confi rmar n sus términos el fallo 

recurrido . 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 188, f acción V, 189, 191,193 

Y 204 de la Ley de Responsabilidades Administrativas el Estado de México y 

Municipios se: 

R E S U E L V E: 
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PRIMERO. Se confirma la sentencia de fecha ocho de febrero dos mil 

diecinueve, dictada por la Octava Sala Regional Especializad1 en Materia de 

Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia Ad,ministrativa del 

Estado de México, en el procedimiento administrativo 20/2018, 

SEGUNDO. Elabórese la versión pública de la presente sentencia en el que 
I 

deberá suprimirse la información considerada legalmente como reservada o 

confidencial. 

I 

TERCERO. Háganse las anotaciones en el libro de gobierno, y con testimonio 
I 

de la presente resolución, devuélvanse los autos a la Sala de origen y en su 

oportunidad. archivese el expediente como concluido. 

CUARTO. Notifíquese personalmente a las partes y, cúmplase. 

Así lo resolvió la Cuarta Sección Especializada en Materia de Responsabilidades 

Adminisirativ2s de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de México, en sesión celebrada el diez de abril de dos mil diecinueve. por 

unanimidad de \foios de los Magistrados BARUCH F. DELGADO CARBAJAL, 

TERESITA DEL NiÑO J ESÚS PALACIOS INIESTRA y VíCTOR ALFONSO 
• . ~ - 1 

CHAVEZ LOPEZ, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes firman 

ante la Secretaria de l\cuerdos de la Sección, que da fe . DOY FE.
1 

'-

MAG!STRADO 

" 

-.' 

BARUCH F. DELGADO"CÁRBAJAL 

MAGISTRADA 

, . 

TERESITA DEL NIÑO JESÚS 
• 
PALACIOS INIESTRA 
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VíCTOR ALFONSO CHÁVEZ 

LÓPEZ 
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SECRETARIA GE;NERAL DE 

ACUERDOS . 

i\IlA. GUADALUPE MONROY CRUZ 

La que suscribe. Licenciada Ma, Guadalupe Momoy Cruz, ecretaria de Acuerdos 

de la Cuarta Sección Especializada en Materia e Responsabilidades 

Adm in istrativas de la Sala Superior del Tribunal de Ju ticia Administrativa del 

Estado de México, con fundamento en los artículos 186, racción V de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de México Municipios en relación 

con el 56 , fracciones IV, V Y VII de la Ley Orgánica que ige la actividad de este 

Tribunal, certifico que las firmas contenidas en el presen e folio. forman parte de 

la sentencia dictada e! <:li ~z de ¡¡¡bri! de dos mil diecinu ve en ¡¡j exped'iente del 

recurso de apelación número 01/2019, 
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ELIMINADO. Fundamento legal: Artículos 3 y 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de México y Municipios. Así como lo dispuesto en los artículos 2 fracción I, VII, VIII y XII, 6 y 16 de la Ley de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios. En virtud de 
tratarse de información concerniente a una persona identificada o identificable. (Los datos testados de este 
documento se encuentran en las páginas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 26, 27, 
28, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 44, 45, 46, 49 )




